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Introducción

Los ciudadanos estadounidenses poseen un concepto 

legal del que muchos países carecen. A nivel domésti-

co, en los Estados Unidos existe una clara separación 

entre las funciones de las fuerzas armadas y las funcio-

nes de las agencias de seguridad interior. En general, 

la legislación estadounidense prohíbe el uso de las 

fuerzas armadas contra sus propios ciudadanos. Si bien 

esta distinción no afecta a las operaciones militares 

estadounidenses en el extranjero, como Irak y Afganis-

tán, tiene mucha vigencia en el territorio nacional.

En América Latina, donde a las democracias les ha 

costado mucho consolidar el control civil sobre las 

fuerzas armadas, la realidad es diferente. La mayoría 

de los países no comparten el principio de la firme 

separación entre los militares y la policía. Por sus 

circunstancias particulares, los países de la región 

casi nunca necesitan de sus ejércitos para defender 

a los ciudadanos frente a invasores extranjeros, y sin 

embargo sus líderes a menudo recurren a ellas para 

defender a ciertos ciudadanos —o al estado— de 

otros ciudadanos. Hoy en día, muchos gobiernos están 

recurriendo a las fuerzas armadas para garantizar el 

cumplimiento de la ley y combatir el crimen. 

 Las decisiones que se toman en Washington 

tienen un impacto sobre esta realidad. El gobierno de 

Estados Unidos es el mayor proveedor de asistencia 

militar y policial a América Latina y el Caribe. Las 

transferencias de armas y equipamiento, los ejercicios 

de entrenamiento, la presencia en las bases y los pro-

gramas de intercambio a nivel militar-militar envían un 

fuerte mensaje acerca de los roles militares y policia-

les, como también lo hacen las diversas interacciones 

diplomáticas con la región. 

 Sin embargo, en lugar de exportar el principio al 

que adhiere Estados Unidos, estas iniciativas suelen 

hacer justo lo contrario: impulsan a los gobiernos lati-

noamericanos a utilizar a sus fuerzas armadas contra su 

propia gente. Esta es una característica establecida de 

la política exterior estadounidense hacia América La-

tina, aunque rara vez se compara con el muy diferente 

modelo domestico estadounidense.

 Este informe hará precisamente eso. Lo que 

sigue arroja luz sobre aquellas practicas mediante las 

cuales Estados Unidos fomenta la adopción de roles 

de seguridad interior por parte de las fuerzas armadas 

latinoamericanas, lo que los militares estadounidenses 

tienen prohibido por ley hacer en su país. A continu-

ación, el informe recomienda cambios en las políticas 

estadounidenses para terminar con estas prácticas.

 La Sección I examina la experiencia de los Es-

tados Unidos con la Ley Posse Comitatus, una ley de 

1878 que se convirtió en un elemento indispensable de 

la estabilidad democrática al limitar el contacto de los 

ciudadanos estadounidenses con soldados en 

servicio y al provocar una clara separación entre el 

carácter institucional de las fuerzas armadas y el de las 

fuerzas de seguridad en el país. La Sección II contrasta 

esta experiencia con la muy diferente historia de las 

relaciones cívico-militares en América Latina, refirié-

ndose en particular al uso de las fuerzas armadas 

contra los propios ciudadanos en un contexto en el 

que existían pocas amenazas externas. La Sección III 

analiza la persistente tendencia de los Estados Unidos 

durante el último siglo a ayudar a las fuerzas armadas 

de la región a adoptar roles de seguridad interior; 

el informe afirma que esta tendencia continua hoy a 

través de las “guerras” contra la droga, el terrorismo y 

el crimen organizado.

 Por último, la Sección IV ofrece recomendacio-

nes para aquellos gobiernos latinoamericanos que 

busquen proteger a sus habitantes y a la vez con-

solidar sus democracias; para los responsables de 

las políticas de Estados Unidos hacia América Latina 

desde el poder ejecutivo y el poder legislativo; y para 

el gobierno de Estados Unidos, que busca proteger sus 

fronteras y a sus ciudadanos contra las amenazas del 

siglo XXI.

 Estas recomendaciones se pueden resumir de la 

siguiente manera: Las fuerzas armadas no deben de-
sempeñar labores de seguridad interior y policía, 
y Estados Unidos no debe promover ese uso, ni a 
nivel doméstico, ni a nivel internacional. Si bien 

puede haber excepciones en circunstancias extraordi-

narias —y aun entonces solo en tanto existan los res-

guardos y las reformas institucionales necesarias— el 

modelo de la Ley Posse Comitatus funciona, y debería 

guiar la relación de Estados Unidos con América Latina 

en materia de seguridad.

I.   La Historia de la Ley Posse Comitatus
“El gobierno civil es un elemento básico de nuestro sistema de 

gobierno. El uso de las fuerzas militares para aprehender a ci-

viles puede exponer al gobierno civil a la amenaza del dominio 

militar y la suspensión de las libertades constitucionales.”

 —Bissonette v. Haig, 8th Circuit, 19851

 

 Confiar el poder de las armas a una parte del 

gobierno no electa es un riesgo para una democracia, 

especialmente si se trata de una democracia joven. 

La negativa estadounidense a aceptar el poder de los 

militares sobre los ciudadanos se remonta a tiempos 
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coloniales, aunque no se convirtió en ley hasta después 

de la Guerra Civil. En respuesta al acuartelamiento de 

las tropas británicas en Boston en contra de los deseos 

de la población, la Declaración de Independencia de-

nuncia que el rey “ha atentado contra la libertad civil 

de los ciudadanos, manteniendo en tiempos de paz 

entre nosotros tropas armadas, sin el consentimiento 

de nuestra legislatura.”

 La separación legal entre los roles de la policía y 

los de los militares no está reflejada en la Constitución. 

No obstante, esta cuestión fue abordada en el debate 

sobre su ratificación a fines de los 1700s. En su serie 

de ensayos The Federalist Papers, Alexander Hamilton 

asegura al pueblo estadounidense que las fuerzas 

armadas no serán empleadas en su contra:  

“Si el gobierno federal puede contar con la ayuda de 

la milicia en aquellas emergencias en que el magis-

trado civil requiera del apoyo del brazo militar, podrá 

prescindir del uso de una fuerza diferente. Si no puede 

disponer de la primera, entonces estará obligado a 

recurrir a la segunda. Prescindir de la necesidad de 

un ejército hará más para evitar su existencia que mil 

prohibiciones escritas.”2 

 

 La prohibición del uso de las tropas militares en 

tareas de seguridad interior se convirtió en ley a fina-

les de la era de Reconstrucción. En 1854, el entonces 

Procurador General, Caleb Cushing, dictaminó que la 

milicia podía ser utilizada para hacer cumplir la Ley 

del Esclavo Fugitivo (Fugitive Slave Act), que disponía 

la captura y custodia de los esclavos fugitivos. Dos 

décadas después, la “Doctrina Cushing” llevó a la 

participación generalizada de las fuerzas armadas en 

labores policiales y el control por parte de estas de 

once estados de la antigua Confederación.

 Durante las elecciones presidenciales de 1876, el 

candidato demócrata Samuel J. Tilden ganó la mayoría 

del voto popular, pero el candidato republicano Ruth-

erford B. Hayes ganó el voto electoral. En el Sur existía 

la sospecha de que los militares habían influenciado 

excesivamente las elecciones. Hayes accedió a asumir 

la presidencia a cambio de ciertas concesiones, entre 

otras que se retiraran las tropas federales.

 La Ley Posse Comitatus fue promulgada posteri-

ormente, en 1878, según Lawrence (1940), para evitar 

el “uso excesivo de la maquinaria federal bajo las 

leyes electorales federales como sucedió durante las 

elecciones presidenciales de 1876.”3 El término “posse 

comitatus” significa “fuerza del país.” Su doctrina se 

remonta al common law anglosajón, según el cual el 

sheriff de un condado podía recurrir a la posse comita-

tus para reprimir un disturbio civil o por otras razones. 

La Ley Posse Comitatus (PCA, por sus siglas en ingles) 

de 1878 establece (según enmienda):

Aquel que, excepto en casos y bajo circunstancias 

expresamente autorizadas por la Constitución o por 

ley del Congreso, intencionalmente use cualquier parte 

del Ejercito o de la Fuerza Aérea como posse comitatus 

o de cualquier otra forma para ejecutar las leyes será 

sancionado bajo este título o encarcelado por no más 

de dos años, o ambos.4

 A lo largo del último siglo y medio, el texto de la 

Ley Posse Comitatus ha permanecido prácticamente 

inalterado, pero su uso se ha afianzado en la legis-

lación y cultura estadounidense. Si bien ha habido 

varios incidentes que han puesto a prueba la ley, este 

concepto básico de control civil —ausente en demasia-

dos países— ha contribuido a garantizar la libertad de 

la opresión militar.

¿En qué sE DifErEncian los rolEs MilitarEs DE 
los rolEs PolicialEs?

Hay varios factores que marcan la diferencia entre 

las fuerzas armadas y la policía. Las fuerzas armadas 

están diseñadas para pelear guerras, mientras que las 

fuerzas policiales están diseñadas para hacer cumplir 

la ley. Hay claras razones por las que ninguna de las 

dos puede llevar adelante correctamente la labor de 

la otra. Es obvio que la policía no debería combatir en 

una guerra contra un enemigo extranjero. Pero más 

importantes son las razones por las cuales los militares 

no deberían ser los responsables de hacer cumplir las 

leyes domésticas.

facultaDEs Para EMPlEar las fuErzas 
arMaDas DEntro DE los EstaDos uniDos

La Ley Posse Comitatus no prohíbe estrictamente 

todo uso federal de las fuerzas armadas en funciones 

policiales u otras tareas de seguridad interior. En 

ciertas circunstancias especiales, la ley permite que la 

legislación federal, o la misma Constitución, autoricen 

expresamente el empleo de las fuerzas armadas en 

tareas de aplicación de la ley. Si bien la Constitución 

no otorga “expresamente” al presidente la autoridad 

para emplear las fuerzas armadas en tareas de seguri-

dad interior, si le otorga facultades al Congreso “para 

dictar reglas para apelar a la milicia a fin de hacer 

cumplir las leyes de la Unión, sofocar insurrecciones 

y repeler invasiones.”  La autoridad del presidente 
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proviene de la Constitución, la cual nombra expresa-

mente al presidente como Comandante en Jefe de las 

Fuerzas Armadas y le hace responsable de garantizar 

la correcta ejecución de las leyes.7  

 El Código de Reglamentos Federales contempla 

dos excepciones a la Ley Posse Comitatus que per-

miten la participación de las fuerzas armadas en tareas 

policiales. Se trata de (1) la “autoridad de emergencia” 

que autoriza al presidente a responder “inmediata y 

decididamente con acciones federales, incluyendo el 

uso de las fuerzas armadas para evitar la pérdida de 

vidas humanas o la destrucción de la propiedad y (2) 

para la “protección de la propiedad y funciones fede-

rales.”8 

 Otra excepción importante se encuentra en el 

Código de los Estados Unidos y se aplica en diversas 

circunstancias, incluyendo desastres de la magnitud 

del Katrina: el presidente tiene autoridad para em-

plear a la milicia (es decir, la Guardia Nacional) o las 

fuerzas armadas para suprimir “cualquier insurrección, 

violencia domestica, asociación ilegal o conspiración” 

en caso de que dicha violencia impida el cumplimiento 

de la ley federal o estatal a tal punto que afecte a los 

derechos de los ciudadanos del estado —y en caso 

de que las autoridades estatales sean incapaces o no 

estén dispuestas a proteger esos derechos.9 

 Otra excepción a la Ley Posse Comitatus es la 

Guardia Costera. Aunque la Guardia Costera es una 

rama de las fuerzas armadas estadounidenses, no entra 

dentro de la Ley Posse Comitatus porque el Congreso 

le ha otorgado por ley el poder de aplicar las leyes 

internas.10 La Guardia Costera opera bajo varios títulos 

del Código de los Estados Unidos, y si bien depende 

fundamentalmente del Departamento de Seguridad 

Nacional, tiene autoridad para conducir operaciones 

militares bajo el mando del Departamento de De-

fensa.11 A pesar de tener responsabilidades militares 

además de policiales, la Guardia Costera no es em-

pleada como una fuerza militar principal.
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La Policía Las Fuerzas Armadas

Fuente de autoridad y 

mandato

Existen varias agencias policiales no federales 
de Estados unidos cuya autoridad depende 
de la estructura política local o estatal. En 
otras palabras, la policía trabaja para el 
alcalde o gobernador, quien responde a los 

ciudadanos locales. En este sentido, la policía, 
como agencia encargada de hacer cumplir 
la ley y prevenir el delito, también responde 
a los ciudadanos. En la mayoría de los casos, 
la policía forma parte de la comunidad que 
patrulla y refleja las normas, costumbres y 
cultura de dichas comunidades.

a excepción de la Guardia nacional en ser-
vicio activo estatal o servicio activo bajo 
el “título 32” (este punto se desarrolla en 
detalle más adelante), las fuerzas armadas 
dependen del jefe de estado, el presidente 
como comandante en Jefe, de modo que 
no responden directamente a las comu-
nidades donde pueden ser destinadas a 
hacer cumplir la ley.

El uso de la fuerza

la policía esta entrenada para emplear el 
mínimo de fuerza necesario para hacer cumplir 
las leyes de la comunidad.

El personal militar está entrenado para 
emplear la fuerza letal para combatir y 

ganar guerras.

La investigación 

policial y la acción 

judicial

Obtener pruebas y asegurar la cadena de custo-

dia son tareas habituales en las investigacio-
nes policiales.

El personal militar no está entrenado para 

proteger los derechos garantizados por la 

Cuarta y Quinta Enmienda.5 De hecho, ha 
habido varios casos de acciones legales 
que han fracasado por culpa de acciones 
militares llevadas a cabo en el marco de 
una operación o investigación, por ejem-
plo a causa del manejo inadecuado de la 
evidencia por falta de entrenamiento.

Capacidades

En situaciones ideales, la policía tiene un 
tamaño adecuado, y esta adecuadamente 
equipada y capacitada específicamente para 
las tareas orientadas a hacer cumplir la ley y 
garantizar las libertades civiles.

El tiempo, esfuerzo y recursos que los mili-
tares dedican a las tareas policiales alejan 
a estas de su misión central: estar siempre 
preparadas para la guerra.
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cuanDo la ParticiPación DE las fuErzas
arMaDas salE Mal

Existen numerosos casos en los que las fuerzas ar-

madas han sido llamadas a actuar dentro de Estados 

Unidos y han actuado heroicamente, salvando vidas y 

restaurando el orden. Este es el caso especialmente 

ante desastres naturales, donde el personal, recursos, 

capacidad logística y movilidad de las fuerzas arma-

das suponen enormes ventajas. No nos oponemos a 

su empleo en circunstancias en las que no existen 

alternativas o estas están saturadas, ni tampoco cuando 

a los militares se les asigna la misión de salvar vidas 

y restaurar el orden de un modo respetuoso de las 

libertades civiles y los derechos humanos. 

 Sin embargo, en bastantes casos el uso de las 

fuerzas armadas en tareas de seguridad interior por 

fuera de la letra o del espíritu de la Ley Posse Comi-

tatus ha salido mal, y a veces ha traído consecuencias 

desastrosas. Es importante aprender de los errores—y 

aplicar las lecciones aprendidas al presente y a futuras 

situaciones. La siguiente lista de ejemplos pretende 

ser ilustrativa, no exhaustiva. 

• Paros Laborales. Uno de los primeros ejemplos 

es el uso de las fuerzas armadas para desarticular un 

paro de mineros en Coeur d’Alene, Idaho, en 1899. Los 

hombres arrestados por las fuerzas armadas perman-

ecieron encarcelados sin acusación durante semanas o 

meses, y el área permaneció bajo ley marcial durante 

los siguientes dos años.12  

 En 1952, el Presidente Harry S. Truman llamó a 

las fuerzas armadas a confiscar la propiedad privada 

de la planta metalúrgica Youngstown Sheet and Tube 

Company, en Ohio, a fin de evitar que los trabajadores 

en paro frenaran la producción. La Corte Suprema 

resolvió que el Presidente había actuado de manera 

ilegal.

• Protestas Anti Guerra. Durante la Guerra de 

Vietnam, las fuerzas armadas participaron en varias ac-

tividades de inteligencia contra ciudadanos estadoun-

idenses que se oponían a la guerra. 

 Posiblemente el episodio más destacado sea un 

evento violento que tuvo lugar en mayo de 1970, poco 

después del anuncio de la invasión de Estados Uni-

dos a Camboya, cuando la Guardia Nacional de Ohio 

fue llamada a reprimir una protesta anti guerra en el 

campus de la Universidad Estatal de Kent. A pesar 

de que el Gobernador James Rhodes nunca declaró 

el estado de emergencia, la Guardia tomó el cam-

pus pensando que sí lo había hecho. A medida que 

escalaba la tensión, varios miembros de la Guardia, 

quienes más tarde declararon que temían por sus 

vidas, dispararon contra la multitud de estudiantes 

desarmados, causando la muerte de cuatro personas e 

hiriendo a nueve. Diez años de enfrentamientos legales 

terminaron con un arreglo extrajudicial según el cual 

el Estado de Ohio aceptó pagar una suma de dinero a 

los demandantes y la Guardia Nacional de Ohio emitió 

una disculpa pública. Ningún miembro de la Guardia 

fue encontrado culpable.13 

• Wounded Knee, Agosto de 1972. Tras el saqueo 

de un establecimiento colonial en la Reserva de Pine 

Ridge en Dakota del Sur, el FBI y otras agencias federa-

les rodearon el poblado de Wounded Knee. Mientras el 

poblado se encontraba sitiado, se asignó a los militares 

diversas tareas, desde vuelos de reconocimiento aéreo 

a operaciones encubiertas, y se les consultó sobre 

negociaciones, logística y reglas de juego. 

 En el juicio que siguió a la intervención militar se 

cuestionó la legalidad del nivel de participación de 

los militares, y en 1981 el Congreso aprobó una serie 

de pautas y restricciones sobre el uso de las fuerzas 

armadas en apoyo de las tareas de seguridad inte-

rior.14 Esta ley incluye varias instancias en las que los 

militares pueden compartir información, capacitación 

y equipamiento con las agencias policiales. También 

prohíbe la “participación directa de un miembro del 

Ejército, Armada, Fuerza Aérea o Cuerpo de Marines, 

en allanamientos, arrestos o cualquier otra actividad 

similar salvo que la participación de dicho miembro en 

dicha actividad sea autorizada por la ley.”15  

 En la década de los 80 creció la preocupación 

acerca del uso de drogas ilícitas y el crimen relacio-

nado con la droga en Estados Unidos. La ley de 1981 

amplía las instancias en las que se autoriza la partici-

pación de las fuerzas armadas en parte como reacción 

frente a la percepción de que era necesario incremen-

tar las capacidades de las agencias policiales civiles 

con la asistencia de los militares para hacer frente a la 

“guerra contra las drogas”. Este punto se encuentra 

desarrollado en las próximas secciones.

• Los Disturbios de Los Ángeles, 1992. Después 

del sobreseimiento de los agentes de policía que 

aparecían en un video agrediendo brutalmente a 

Rodney King, se desataron disturbios en Los Ángeles y 

alrededores. Cincuenta y cuatro personas murieron y 

hubo más de US$800 millones en daños a la propiedad 

privada. En respuesta a los disturbios, 10,000 tropas de 

la Guarda Nacional de California, 2,000 tropas regu-

lares del Ejército y 1,500 Marines fueron enviados a 
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restaurar el orden. Si bien en general no se recibieron 

quejas sobre el comportamiento individual de los 

soldados, estos salieron a la calle con poco o ningún 

entrenamiento en disturbios civiles. Además, todo el 

episodio estuvo marcado por un alto grado de con-

fusión entre los militares y las autoridades civiles.16

• Los Branch Davidians, 1993. En febrero de 1993, 

la Oficina de Control de Bebidas Alcohólicas, Tabaco y 

Armas de Fuego (ATF, por sus siglas en inglés) intentó 

arrestar a David Koresh, el líder de una comunidad 

religiosa en Waco, Texas, acusado de poseer un arsenal 

de armas ilegales y explosivos. El intento resultó en un 

asedio de 51 días, en el que murieron cuatro agentes 

federales y setenta y seis hombres, mujeres y niños 

que permanecían en el centro. Tanto la incursión inicial 

de la ATF como el ataque final con tanques por parte 

del FBI fueron llevados a cabo como ejercicios milita-

res y planificados por las fuerzas armadas estadoun-

idenses.17 La decisión de recurrir a los militares se 

había basado en las excepciones a la PCA relaciona-

das con la guerra contra las drogas mencionadas en 

párrafos anteriores, y justificada por la falsa acusación 

que David Koresh mantenía en el lugar un laborato-

rio de fabricación de metanfetamina. La Procuradora 

General Janet Reno reconoció frente al Congreso que 

el desastroso ataque fue el resultado de la implemen-

tación de una recomendación de la Fuerza Delta del 

Ejército estadounidense.18

• Redford, Texas, 1997. Durante los 90, la partici-

pación de los militares creció en operaciones anti-

drogas, y una Fuerza de Tarea Conjunta (JTF-6, que 

también estuvo involucrada en operaciones vinculadas 

con los Branch Davidians) fue asignada a la frontera 

entre Texas y México para establecer puestos de 

escucha y puestos de observación (LP/OP) en busca 

de traficantes de droga. En la tarde del 20 de mayo de 

1997, un ciudadano estadounidense adolescente llama-

do Esequiel Hernández, arreaba a sus ovejas llevando 

consigo un rifle calibre 22, como hacía habitualmente 

para proteger a su rebaño contra las serpientes y otros 

animales, sin saber que cuatro Marines se escondían 

camuflados en la zona. En un momento, un Marine 

sintió que el adolescente presentaba un peligro para 

otro Marine que estaba escondido y abrió fuego 

sobre Hernández, quien murió instantáneamente. Tras 

una serie de investigaciones llevadas adelante por 

personal del Congreso, un gran jurado y el Cuerpo 

de Marines, los Marines no fueron acusados, y fueron 

juzgados por un tribunal militar, el cual resolvió que 

habían respetado las reglas de juego de la operación 

antidrogas en la que participaban.19

la GuarDia nacional y la lEy PossE coMitatus

Cada estado tiene una milicia organizada a disposición 

del gobernador. El derecho de los estados a formar 

una milicia es anterior a la Constitución, y está ga-

rantizado por esta. Estas fuerzas militares, conocidas 

como la Guardia Nacional desde 1824, están entrena-

das según los estándares del ejército regular de los 

Estados Unidos. Hay esencialmente tres tipos de tareas 

para las que estas fuerzas pueden ser utilizadas: 

• Servicio Activo Estatal:
Cuando se encuentran en “Servicio Activo Estatal,” la 

Guardia y su equipo están a disposición del goberna-

dor, a través del general adjunto del estado o terri-

torio, para casos de emergencia y cualquier otro uso 

permitido bajo cada constitución estatal. El goberna-

dor puede recurrir a las fuerzas armadas en caso de 

desastres naturales como inundaciones o terremotos, o 

para restaurar el orden en tiempos de conflicto social. 

El gobernador tiene absoluta autoridad y control sobre 

las fuerzas en Servicio Activo Estatal. Además la Ley 

Posse Comitatus no afecta a las tropas en Servicio 

Activo Estatal.20 

• Servicio Activo Bajo el Título 32:

El Articulo I, §8 de la Constitución permite el uso de 

la Guardia Nacional—nuevamente, bajo control del 

gobernador—para “hacer cumplir las leyes de la 

Unión, sofocar insurrecciones y repeler invasiones.” 

Esto se conoce como “Servicio Activo”, por el título del 

Código de los Estados Unidos que se refiere a la Guar-

dia Nacional. Como en el caso de las tropas en Servicio 
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Esequiel Hernández, matado por accidente por u.s. Marines en 
redford, texas en 1997.
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Activo Estatal, la Ley Posse Comitatus no se aplica a la 

Guardia en Servicio Activo Bajo el Título 32. Tras los 

ataques terroristas del 9/11, la Guardia Nacional fue 

llamada inmediatamente para patrullar y proteger los 

aeropuertos de Estados Unidos bajo el Título 32. Estas 

fuerzas permanecieron bajo el control de los estados 

durante los seis meses que duró su misión. Algunas 

personas cuestionaron la autoridad legal de estas op-

eraciones, afirmando que el uso federal de la Guardia 

bajo el Título 32 se limita al entrenamiento, y no incluye 

operaciones de seguridad interna. Posteriormente, el 

Congreso aprobó una ley que autoriza el uso de tropas 

de la Guardia Nacional bajo el Título 32 para llevar a 

cabo “actividades de seguridad nacional” que sean 

“clave para la seguridad de la nación frente a una 

amenaza de agresión contra los Estados Unidos.”21 

• Servicio Activo Bajo el Título 10:

Bajo la cláusula de los Poderes de la Guerra de la 

Constitución, el gobierno federal puede incorporar a 

la milicia (la Guardia Nacional) al servicio federal.22 

Bajo el Título 10 del Código de los Estados Unidos, 

estas tropas pueden ser utilizadas a nivel domestico o 

internacional en operaciones de combate o de apoyo 

al combate. Dado que las tropas son movilizadas como 

parte del “concepto de fuerza total”, son equivalentes 

al Ejército regular. El “Servicio Activo Bajo el Título 10,” 

que rige todos los despliegues en Irak y Afganistán, 

depende exclusivamente del Comandante en Jefe y 

la cadena de mando militar. La Ley Posse Comitatus 

abarca a todas las tropas en Servicio Activo Bajo el 

Título 10 dentro de los Estados Unidos.

la ParticiPación DE las fuErzas arMaDas En la 
lucHa antiDroGas

En los 80, el uso de drogas ilegales y el crimen aso-

ciado al narcotráfico se empezó a percibir como una 

amenaza creciente y una importante cuestión política, 

y el Congreso estaba ansioso por hacer algo al re-

specto. Más allá de autorizar explícitamente la asis-

tencia militar a la policía—en operaciones antidroga y 

algunas otras, por ejemplo de control migratorio— en 

1981, el Congreso comenzó a debatir la posibilidad de 

ampliar la participación militar para frenar el flujo de 

drogas a los Estados Unidos.23

 La Ley Posse Comitatus jugó un papel central en 

el debate sobre el uso de los militares en esa fun-

ción. En 1988, durante las audiencias en la Cámara de 

Representantes y el Senado sobre la participación de 

los militares para frenar la entrada de drogas al país, 

los expertos del Departamento de Defensa coincidi-

eron en su oposición a la expansión de las funciones 

de los militares y advirtieron sobre los peligros de 

permitir que estas asumieran el rol de policía. Cuando 

el Secretario Adjunto de Defensa Grant Green expresó 

la misma opinión, fue criticado por miembros de los 

comités parlamentarios. Charles Bennett (D-Florida) 

dijo, “Estamos intentando luchar contra la droga. En 

lugar de encontrar una forma de llevar adelante esta 

lucha con urgencia, están buscando todo tipo de excu-

sas para no hacerlo.” Durante la tensionante discusión, 

el Rep. Bennett agregó: “la ley Comitatus no es una ley 

noble. Es una ley muy simple y nefasta. Debería ser 

revocada en su totalidad. Es propia de una Republica 

Bananera.”24

 En la última audiencia de la serie, el Secretario de 

Defensa del Presidente Ronald Reagan, Frank Carlucci, 

mantuvo la oposición del Departamento a la partici-

pación de las fuerzas armadas en tareas policiales 

que proponía el Comité de Servicios Armados. En su 

testimonio escribió: “me mantengo absolutamente en 

contra de la asignación de una misión de seguridad 

interior al Departamento de Defensa. Estoy aun más 

en contra de cualquier relajación de las restricciones 

de la Ley Posse Comitatus sobre el empleo de los 

militares para llevar a cabo registros, allanamientos y 

arrestos. He discutido esta cuestión con el Presidente 

y otros miembros de alto nivel de este Gabinete, y pu-

edo afirmar que toda la Administración comparte esta 

opinión.”25

 La ley que finalmente fue aprobada descartó 

los intentos anteriores de permitir que los militares 

pudieran arrestar a ciudadanos dentro de los Estados 

Unidos,26 si bien permitió que las fuerzas armadas par-

ticipen en el monitoreo del tráfico aéreo y marítimo. 

Estos roles se veían como más propios de los milita-

res. No obstante, otorgar a los militares una misión 

tan formal dentro del ámbito de la seguridad interior, 

tradicionalmente en manos de civiles, constituyó un 

paso importante.

 Al año siguiente, el proyecto de Ley de Autor-

ización de la Defensa revocó esta sección y la ley pasó 

a ser permanente, constituyendo la nueva Sección 124 

del Título10 del Código de los Estados Unidos.27 De 

este modo, las fuerzas armadas se convirtieron perma-

nentemente en “la única agencia del Gobierno Federal 

encargada de liderar el monitoreo aéreo y marítimo 

del tráfico de drogas ilegales hacia los Estados Uni-

dos.”

 Sin embargo, hay que resaltar que, aun cuando 

el Congreso le otorgó estas facultades a los militares, 

tuvo cuidado en restringir su participación a: (1) activi-

dades de detección y monitoreo, excluyendo arrestos 
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y allanamientos; y (2) autorización para llevar a cabo 

actividades de las fuerzas armadas estadounidenses 

fuera de los Estados Unidos exclusivamente. Estas dos 

restricciones permitieron cumplir con la Ley Posse Co-

mitatus, la cual aparta a los militares de las actividades 

antidrogas, incluyendo operaciones policiales como 

interdicción y arrestos.

El coManDo nortE DE los EstaDos uniDos

Tras los ataques terroristas de septiembre de 2001, las 

fuerzas armadas de Estados Unidos se reorganizaron 

para expandir su rol en la defensa del territorio nacio-

nal. Se estableció un nuevo Comando Norte (NORTH-

COM) que cubre los Estados Unidos, Canadá, México 

y el territorio marítimo alrededor de estos países, con 

el fin de dar apoyo a las autoridades civiles en caso de 

desastres, y para prevenir, disuadir o combatir cualqui-

er amenaza contra los Estados Unidos.

 El Comando Norte comparte varias respon-

sabilidades con las agencias policiales civiles. La 

“Estructura de Respuesta Nacional” del Comando le 

asigna la respuesta rápida frente a una amplia gama 

de amenazas, y le otorga el rol de contraparte militar 

de los “primeros actuantes”. El Comando reconoce la 

importancia de la Ley Posse Comitatus en sus publi-

caciones y en su página web, y admite que la función 

de sus fuerzas es asistir, no suplantar, a las autoridades 

policiales.28

intEntos DE rEVocar la lEy PossE coMitatus

A partir de los ataques del 9/11, los legisladores 

han mantenido repetidas discusiones sobre la rel-

evancia de la Ley Posse Comitatus y sobre la posible 

necesidad de modificarla o revocarla. En octubre de 

2006, el Presidente George W. Bush aprobó la Ley de 

Autorización de la Defensa para el año 2007. Dicha 

ley incluía una sección que básicamente revocaba la 

ley Posse Comitatus a través de “La Participación de 

las Fuerzas Armadas en Importantes Emergencias 

Publicas.”29 Esta sección modificaba el Código de los 

Estados Unidos otorgando al presidente la facultad de 

disponer de las fuerzas armadas para “restablecer el 

orden público y hacer cumplir la ley de los Estados 

Unidos cuando [sea necesario] a consecuencia de un 

desastre natural, epidemia u otra emergencia seria 

de salud pública, ataque o incidente terrorista, u otra 

condición en cualquier estado o propiedad de los Esta-

dos Unidos [énfasis añadido].”30

 En otras palabras, la ley permitía al presidente 

enviar al ejército regular o a la Guardia Nacional a un 

estado, aunque el gobernador de ese estado se opus-

iera, bajo prácticamente cualquier justificación. Podía 

incluso enviar a la Guardia Nacional de un estado a 

otro estado, aunque ambos gobernadores se opusi-

eran, para hacer cumplir las leyes del estado.31

 Cuando se empezaron a vislumbrar las repercu-

siones de esta desconocida disposición de la Ley de 

Autorización de la Defensa del año 2007, la sección 

fue rápidamente revocada en la ley de autorización 

del año siguiente, restaurando así la validez de la Ley 

Posse Comitatus.32

 Aun hoy los debates a favor o en contra de revocar 

o modificar la Ley Posse Comitatus surgen regular-

mente en artículos académicos y revistas jurídicas. Sin 

embargo, la idea de modificar o revocar la ley no ha 

obtenido el apoyo de una masa crítica, puesto que se 

ve como algo arriesgado, los militares en general se 

oponen, y además existen otras opciones: el presiden-

te tiene derecho a suspender la Ley durante emergen-

cias extremas y el Congreso ha dispuesto excepciones 

especificas, como la Ley Stafford de Asistencia de 

Emergencia y Auxilio en Situaciones de Desastre de 

1988 y la Ley de Insurrección de 1807.33

 Además, en respuesta a ataques terroristas como 

los atentados contra el World Trade Center en 1993 y 

contra la ciudad de Oklahoma en 1995—ambos anteri-

ores a los atentados del 9/11— los militares asistieron, 

pero no suplantaron, a las agencias de seguridad 

interior. A partir del 9/11, las fuerzas armadas han 

participado regularmente en “eventos especiales de 

seguridad” designados por el Departamento de Se-

guridad Nacional para proteger a potenciales blancos 

de alto nivel frente a un posible atentado terrorista. 

Eventos como el Super Bowl, ceremonias de inaugura-

ción presidencial y las Olimpiadas de Invierno de 2002 

en Salt Lake City son algunos ejemplos. El personal 

militar destinado a estos eventos juega un papel 

secundario: no reemplaza a la policía local ni hace 

cumplir las leyes civiles, y opera dentro de los límites 

de la Ley Posse Comitatus.34 

El EnVío DE troPas a la frontEra 

Durante varios años en los 90, el Congreso debatió la 

idea de enviar tropas militares a la frontera para hacer 

cumplir las leyes de inmigración y narcotráfico. El Rep. 

James Traficant (D-Ohio) impulsó nuevos proyectos de 

ley y eternas reformas para enviar hasta 10,000 solda-

dos del ejército regular a la frontera, y en el año 2000 

su iniciativa fue aprobada por la Cámara de Represent-

antes, aunque no llegó a convertirse en ley.

 En 2006, el Presidente Bush envió 6,000 tropas de 

la Guardia Nacional a la frontera para asistir a la Pa-

  Predica lo que practicas
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trulla Fronteriza en California, Arizona, Nuevo México 

y Texas durante dos años. La mayoría de los solda-

dos venían de esos cuatros estados, pero algunos se 

trasladaron desde otros estados, bajo el Título 32. Sus 

tareas incluían operar sistemas de vigilancia, analizar 

inteligencia, instalar cercos y barreras para vehículos, 

construir carreteras y proveer entrenamiento.35  

 Este despliegue militar, que se denominó Op-

eración Arranque, implicó la presencia del mayor 

número de soldados en la frontera desde la Revolu-

ción Mexicana, 90 años atrás.36 La mayor parte de las 

actividades de la Guardia estaban relacionadas con 

la inteligencia, y si bien no hay informes de abusos 

a los derechos humanos de los migrantes, a algunos 

ciudadanos estadounidenses de zonas fronterizas les 

resultó inquietante vivir bajo vigilancia militar.37 

 En mayo de 2010, el Presidente Barack Obama 

anunció su intención de volver a enviar 1,200 tropas 

de la Guardia Nacional a la frontera. Estas tropas se 

sumarán a los 340 soldados que ya están en la frontera 

bajo los “Programas Estatales Antidrogas”, asistiendo a 

las fuerzas policiales en tareas de vigilancia e inteli-

gencia. La Oficina de la Guardia Nacional no emite 

información acerca de las reglas vigentes sobre el uso 

de la fuerza que rigen el accionar de las tropas asig-

nadas a la frontera, ni tampoco sobre cómo las reglas 

pueden haber cambiado a partir de la tragedia de 

Redford, Texas, que involucró al Cuerpo de Marines. 

Solamente afirma que las reglas son las mismas que ri-

gen a otras tropas de la Guardia Nacional que integran 

operaciones estatales antinarcóticos. 

 Una fuente de la Oficina informó a WOLA que el 

personal de la Guardia Nacional no participa directa-

mente en ninguna actividad de seguridad interior, ya 

sea federal o que dependa del Departamento de Segu-

ridad Nacional o de la Aduana/Patrulla Fronteriza.38 Si 

bien las tropas servirán bajo el Título 32, y por lo tanto 

estarán fuera del alcance de la Ley Posse Comitatus, 

su mandato limita su actividad a la asistencia exclusi-

vamente. No obstante, cada soldado estará armado—y 

naturalmente tendrá derecho a defenderse—lo cual in-

troduce un nivel de militarización que no existía antes 

de su llegada.

 El uso de los militares para asistir a las agencias 

de seguridad interior aparentemente no viola los 

límites de la Ley Posse Comitatus; sin embargo, no 

parece existir ninguna “amenaza de ataque” inminente 

sobre los Estados Unidos, lo que cuestiona la necesi-

dad de la creciente militarización de la frontera.39

II.  Las Fuerzas Armadas de América Latina:  
 mirando hacia adentro 

Desde la independencia de las naciones latinoameri-

canas, las fuerzas armadas de cada país han jugado un 

papel fundamental en la formación de los estados. Es 

difícil comprender la historia política de la región sin 

tenerlas muy en cuenta.

 La importancia de los militares a lo largo de los 

siglos XIX y XX fue un legado de las guerras de inde-

pendencia de principios de los 1800s.40 Las fuerzas 

armadas fueron las primeras instituciones autónomas 

que surgieron en los nuevos estados.41 Para muchos 

países, “la creación de un ejército permanente” fue, en 

palabras de Rouquié (1987), “la fundación del estado 

soberano.”42 De las altas cúpulas militares surgieron 

los líderes que impulsaron los movimientos indepen-

dentistas que influyeron en el desarrollo de los nuevos 

estados.43 

 Al contrario que George Washington, quien 

abandonó el poder tras dos mandatos presidenciales, 

los generales populares se convirtieron en caudillos, 

líderes personalistas que buscaban controlar el poder 

nacional. Desde1825 a 1879, por ejemplo, Bolivia tuvo 

una serie de “caudillos bárbaros”, que surgieron de las 

“tropas liberadoras” de la independencia y tomaron 

las riendas del estado, gobernando brutalmente el 

país.44

 Uno de los legados de la experiencia colonial de 

un miembro de la Guardia nacional patrulla las afueras de nogales, 
arizona, como parte de “operation Jump start” en 2006.
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estos países fue la enorme desigualdad que caracter-

iza a sus sociedades: desde una pequeña elite minori-

taria descendiente de europeos, a multitudes sin tierra 

y millones de nativos de pueblos originarios y negros 

africanos forzados a trabajar como esclavos.45 Ante 

tanta desigualdad, la pequeña elite a menudo recurría 

a la fuerza militar para mantener el orden interno. En 

una región que hasta el día de hoy es una de las más 

desiguales del mundo, esta fuerza se ha manifestado 

en la presencia extendida y generalizada de los milita-

res entre los ciudadanos. Las fuerzas armadas no solo 

surgieron como una de las instituciones estatales más 

visibles; además, según Varas (2009), disfrutaron de un 

especial privilegio dentro de sus sociedades debido 

a su relativo profesionalismo y evidente liderazgo.46 

Los líderes militares se veían a si mismos como los 

“guardianes de los valores nacionales”47, y como tales 

se hicieron responsables del desarrollo interno y del 

posicionamiento de sus países a nivel internacional.48  

Estados Unidos, por el contrario, no tuvo un ejército 

permanente de peso hasta la Guerra Civil.

 Desde el inicio, las fuerzas armadas latinoamerica-

nas tuvieron un rol totalizador. 

Buscaron mantener el orden social mientras que 

fomentaban el desarrollo económico, la autonomía 

estratégica y la unidad nacional. En Brasil, en 1896 

y en 1914, se empleó a los militares para sofocar el 

desorden interno y los disturbios civiles; esto, en 

palabras de Rouquié (1987) “alertó a los oficiales de 

que ellos eran los garantes del status regni—es decir, 

del estado—y que por lo tanto merecían condiciones 

presupuestarias y legislativas especiales.”49

 Bajo el dominio de los militares, las instituciones 

civiles independientes se debilitaron. 

Los sistemas judiciales y policiales, las instituciones a 

cargo de la infraestructura y otras agencias del estado 

demostraron repetidamente su incapacidad de cumplir 

con sus obligaciones y responsabilidades hacia los 

ciudadanos. Atrapados por su propia impotencia frente 

a las demandas sociales, los estados latinoamericanos 

optaron por recurrir a los “salvadores de la patria”. El 

costo de esta elección fue un aun mayor debilitamiento 

de las instituciones civiles, lo cual a su vez hizo que la 

gestión militar se viera todavía mas atractiva, confor-

mando un circulo vicioso. Los militares comenzaron a 

adoptar misiones no-militares, y los oficiales comen-

zaron a ocupar presidencias y reescribir constitucio-

nes de manera habitual.50

 En 1950, la ‘Doctrina de Seguridad Nacional’ de 

los Estados Unidos, que se discute más adelante, ya 

había logrado sembrar su influencia por toda América 

Latina. Si bien el Pacto de Varsovia era considerado el 

enemigo extranjero, los grupos de izquierda, activistas 

sociales, políticos y estudiantes—los cuales, casual-

mente, impulsaban una distribución de la riqueza más 

justa, contra los intereses de las pequeñas elites—fuer-

on demonizados a nivel doméstico.51 Las cuestiones so-

ciales, políticas y económicas se convirtieron en prob-

lemas de seguridad, lo cual llevó a la securitización 

de casi todos los aspectos de la vida diaria, abriendo 

la puerta a la intervención militar en todos los asuntos 

internos. Desde los años 50 a los años 80, estas dicta-

duras trajeron consecuencias terribles: graves viola-

ciones a los derechos humanos y la destrucción de la 

capacidad de gobierno de las autoridades civiles. En 

Argentina, por ejemplo, la junta militar que dirigió el 

país de 1976 a 1983 designó a generales a cargo de 

todos los principales puestos de gobierno. Los mili-

tares argentinos consideraban que ellos eran los más 

capacitados para gobernar sobre todos los asuntos 

públicos y combatir la amenaza comunista.

 País tras país, la región experimentó una vacilante 

transición democrática desde fines de los 70 hasta 

principios de los 90. Al final de esta ola de democ-

ratización, tras el fin de la Guerra Fría, casi todos los 

países del hemisferio (a excepción de Cuba; México, 

gobernado por el PRI; Haití, gobernado por los gol-

pistas; y el Perú de Fujimori) estaban gobernados por 

civiles libremente electos. Sin embargo, la mayoría 

de estos presidentes electos ejercieron poco control 

  Predica lo que practicas

Gen. antonio lópez de santa anna, un caudillo clásico del 
siglo iX, fue presidente de México once veces en 22 años.
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sobre los militares, que habían dejado de tener total 

control poco tiempo antes.

 En el periodo desde mediados de los 80 hasta el 

presente, las fuerzas armadas han ido retornando poco 

a poco a los cuarteles. Los líderes civiles electos se 

han encontrado con dificultades a la hora de ejercer el 

mando, reformar las instituciones militares y eliminar 

los legados represivos y autoritarios.52 En general, 

su objetivo ha sido construir fuerzas armadas profe-

sionalizadas, subordinadas a las autoridades civiles y 

respetuosas de los derechos humanos y el Estado de 

Derecho.53

 Algunos momentos clave—que no se han dado en 

todos los casos—incluyen el nombramiento de minis-

tros de defensa civiles, la creación de fuerzas policia-

les civiles, mayor control civil sobre el presupuesto de 

defensa, la capacidad de los presidentes de nombrar 

y destituir comandantes, y la capacidad de investigar 

y juzgar abusos a los derechos humanos por parte de 

militares en tribunales civiles.

MEzclanDo rolEs: las fuErzas arMaDas 
latinoaMEricanas Hoy

Las transiciones democráticas han dado forma dife-

rente a las fuerzas armadas de cada país, de modo 

que hoy no existe un modelo uniforme para toda la 

región. A pesar de que se han implementado numero-

sas reformas, los sistemas militares en gran parte de 

América Latina aun no se han transformado en institu-

ciones democráticas profesionales—conducidas por 

ministros de defensa civiles, con misiones de defensa 

claramente definidas y fuerzas armadas plenamente 

subordinadas a los líderes electos. 

 Las reformas de la defensa se han dado, como 

señala FLACSO (2007), “en un contexto caracterizado 

por un legado de autonomía militar, debilidad institu-

cional, [y] en el caso de algunos estados, una limitada 

capacidad para responder a las demandas sociales, la 

fragmentación social y la violencia.”54 Es por eso que 

a muchos gobiernos les ha resultado difícil limitar los 

roles de los militares o establecer mecanismos institu-

cionales para lograr el control civil total.

 La principal función de las fuerzas armadas es 

la defensa de la soberanía nacional, el territorio y 

la independencia frente a agresiones externas. No 

obstante, no todos los países cuentan con legislación 

que distinga entre los roles y misiones policiales y 

militares, y en aquellos que no la tienen, las disposi-

ciones constitucionales que regulan el accionar de 

los militares suelen ser confusas. Muchas definiciones 

de las funciones de las fuerzas armadas son bastante 

ambiguas; algunas leyes solo se refieren a misiones, no 

a funciones, o utilizan conceptos vagos.55 Por ejemplo, 

la Constitución Boliviana establece que las fuerzas 

armadas han de defender el “honor” de la nación, pero 

no define este término.56

 Otra función recurrente es la asistencia de las 

fuerzas armadas en tiempos de emergencia y desas-

tres naturales, como ha ocurrido recientemente tras los 

huracanes de El Salvador y Honduras, y después de 

los terremotos de Perú y Chile. Muchos países además 

fomentan la participación de sus fuerzas armadas en 

misiones de paz en el exterior. Estas dos tareas gozan 

de mucha legitimidad y aceptación en la región.

 Una de los mayores desafíos en cuanto a reformas 

ha sido eliminar a los militares de las tareas de seguri-

* No hemos incluido el Caribe como una sub-región en esta sección porque se trata de una región mucho más heterogénea que otras 

subregiones. Las islas angloparlantes y Haití tienen tradiciones históricas y culturales muy diferentes de las de los estados hispanoparlan-

tes, mientras que el estado no-soberano de Puerto Rico y el estado comunista de Cuba también son únicos.

Países con Ministros de Defensa Civiles
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dad ciudadana—de lo que Estados Unidos se encargó 

hace mucho tiempo a través de la Ley Posse Comita-

tus. Hacer esto requiere que los líderes civiles electos 

definan claramente y por ley misiones separadas para 

los militares y las policías.

 Muchas fuerzas armadas cumplen funciones 

policiales, incluyendo registros y controles propios de 

la seguridad pública, y el patrullaje de áreas afectadas 

por la violencia, el narcotráfico, las pandillas u otras 

amenazas a la seguridad ciudadana.57 Es sabido que 

América Latina sufre los niveles más altos de violencia 

criminal del mundo, con poblaciones armadas y tasas 

de homicidio más altas que casi ningún otro lugar en el 

mundo. Frente a fuerzas policiales débiles, corruptas 

y saturadas, muchos países han recurrido a los milita-

res.58

 Otro rol menos habitual de los militares es su 

participación en tareas de desarrollo, tales como la 

construcción de carreteras o la provisión de servicios 

médicos, como es el caso en Bolivia y Brasil. Cuando 

los gobiernos carecen de cuerpos civiles capacitados 

y financiados para asistir a las poblaciones vulnera-

bles, a menudo se recurre a las fuerzas armadas, ya 

que estas tienen la capacidad, personal y equipos 

necesarios para llevar adelante estas tareas.

 Si bien cada país tiene características propias, 

es posible identificar algunas similitudes generales 

comunes a los roles militares en cuatro sub-regiones 

latinoamericanas.*

 El Cono Sur (Argentina, Chile y Uruguay) hoy 

tiene los sistemas de defensa más profesionalizados 

de América Latina, y es la región que más se asemeja 

al modelo estadounidense en cuanto a la separación 

entre los roles militares y de seguridad interior. 

 Este es el caso principalmente de Chile y Ar-

gentina; en ambos países la Constitución contempla 

la separación entre los roles policiales y de defensa. 

En ambos países, la misión principal de las fuerzas 

armadas es la defensa del territorio nacional frente 

a agresiones externas perpetradas por enemigos 

extranjeros. Solamente pueden llevar a cabo tareas de 

seguridad interior si el presidente así lo decretara, o 

bajo circunstancias extremas. Ambos países sufrieron 

dictaduras sangrientas, y sus transiciones a la democ-

racia hicieron especial foco en eliminar las funciones 

internas de las fuerzas armadas. De hecho, Andersen 

(2009) observa que la legislación argentina que separa 

la defensa de la seguridad interior, la Ley de Defensa 

Nacional, “toma forma y está informada en parte por la 

Ley Posse Comitatus (18 U. S.C. Sección 1385) señalada 

por muchos observadores americanos y extranjeros 

como una importante garantía contra la excesiva par-

ticipación militar en la seguridad interior en Estados 

Unidos durante 130 años.”59

 Brasil, que posee las fuerzas armadas más grandes 

de América Latina, es una excepción en la sub-región. 

La principal función de las fuerzas armadas de Brasil 

es la defensa nacional, pero la ley no prohíbe su par-

ticipación en tareas de seguridad interior. Esta falta de 

precisión legal ha permitido el despliegue de militares 

dentro de las favelas (barriadas pobres, a menudo 

violentas) para combatir el narcotráfico.60 Además, 

los militares han llevado a cabo tareas secundarias 

vinculadas al desarrollo, por ejemplo la lucha contra 

la Fiebre Aftosa en el sur, la distribución de agua en el 

nordeste semiárido, y la provisión de atención médica 

y odontológica a la población ribereña de la región 

amazónica, entre otras iniciativas.61 También participan 

en operaciones de paz—incluyendo un rol protagónico 

en la misión de las Naciones Unidas en Haití—cooper-

an con el desarrollo nacional y la defensa civil, y están 

involucradas, según la ley, en “campañas instituciona-

les de interés público y social.”62 

 Si bien los militares en la sub-región Andina 

(Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú, Venezuela) son en 

   Predica lo que practicas

Países cuyas Fuerzas Armadas apoyan a la 

Policía en situaciones de no emergencia
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muchos aspectos diferentes, estos países comparten 

una característica fundamental: sus fuerzas armadas 

son fuerzas multipropósito cuyas funciones abarcan 

desde la defensa nacional tradicional a la seguridad 

interior, el desarrollo, e incluso juegan un papel en el 

mundo empresarial y las inversiones.

 En Bolivia, las fuerzas armadas están a cargo 

de la defensa nacional, pero también tienen un rol 

protagónico en proyectos de desarrollo, el control del 

narcotráfico y la seguridad fronteriza.  Según Tellería 

(2008), “La falta de definición estratégica ha hecho que 

los militares bolivianos adopten roles que no tienen 

que ver con lo militar.”64

 Al igual que las de Bolivia, las fuerzas armadas de 

Ecuador también son multipropósito. 

Entre otros roles, la Constitución establece que 

las fuerzas armadas “garantizan el orden legal y 

democrático de la sociedad [....] colaboran con el de-

sarrollo social y económico del país [y participan] en 

actividades económicas relacionadas con la defensa 

nacional.”65 Es probable que el rol de las fuerzas arma-

das en la seguridad interior se expanda después del 

En junio de 2009, cuando muchos en la región habían comenzado a creer que los golpes cívico-militares se habían ter-
minado para siempre, militares hondureños tomaron el palacio presidencial, secuestraron al Presidente electo Manuel 
zelaya, y le enviaron al exilio. aunque más tarde los militares cedieron el poder a un gobierno interino civil, desde 
entonces han acrecentado mucho su poder en la esfera pública del país. a veintinueve años del fin formal del gobierno 
militar, la principal experta en asuntos militares de Honduras, leticia salomón, advierte que en el país hay hoy “fuerzas 
de seguridad altamente politizadas, y los líderes militares han pasado a ser tomadores de decisiones, lo cual es simple-
mente inaceptable.”79

la participación de las fuerzas armadas hondureñas en la vida diaria de los ciudadanos se apoya en el lenguaje ambiguo 
y permisivo de la constitución nacional de 1982. “las fuerzas armadas de Honduras [...] se constituyen para defender 
la integridad territorial y la soberanía de la república, mantener la paz, el orden público y el imperio de la constitución, 
los principios de libre sufragio y la alternabilidad en el ejercicio de la Presidencia de la república.”80 Entre otros roles, las 
fuerzas armadas de Honduras participan en:

Funcionamiento y protección del proceso electoral: las fuerzas armadas protegen el proceso de votación durante las 
elecciones. En 2010, algunos legisladores intentaron cambiar esta norma, pero los militares hicieron uso de su poder de 
veto para frenar la reforma.

Actividades de seguridad interior: Debido al aumento de las tasas de violencia y delincuencia en Honduras, el 
gobierno ha involucrado a las fuerzas armadas en la seguridad interior. Este rol les fue asignado antes del golpe, y esta 
contemplado en la constitución, la cual permite que los militares asistan a las instituciones de seguridad interior en la 
lucha contra el terrorismo, el tráfico de armas y el crimen organizado. En mayo de 2010, un Decreto Ejecutivo estableció 
que las fuerzas armadas proveerían equipo y personal a las fuerzas policiales para ayudar a estas a llevar adelante sus 
funciones.81 En junio de 2010, un decreto del congreso ordenó al ejército asistir a la policía a frenar la violencia causada 
por las bandas criminales y el delito común.82 

Represión social: El reciente golpe mostró a las fuerzas armadas como una fuerza pretoriana que responde a los 
intereses de un poderoso sector político y económico. tras el golpe, fueron utilizadas para reprimir las manifestaciones 
políticas en contra del golpe, además de registrar las propiedades e incluso suspender las actividades de organizaciones 
civiles y medios independientes. Más recientemente, los militares han sido enviados a zonas rurales para desalojar y cap-
turar a campesinos involucrados en disputas por tierra. Personal militar y policial ha estado activo en las comunidades 
de Guadalupe carney y carbonales83 conocidas como el Bajo aguán, para prevenir la toma de tierras. 

Desde el golpe, han aumentado dramáticamente las acusaciones de violaciones a los derechos humanos. según grupos 
de derechos humanos hondureños,84 en el periodo entre el golpe y la investidura de Porfirio lobo el 27 de enero de 
2010, fueron asesinados entre 36 y 46 activistas sociales. De acuerdo con el comité para la Defensa de los Derechos Hu-
manos en Honduras (coDEH),85 los militares están implicados en al menos diez de estos asesinatos. Entre el 28 de junio 
de 2009 y el 10 de octubre de 2009, las fuerzas de seguridad de Honduras fueron responsables de 3033 detenciones, 
según el comité de familiares de Detenidos Desaparecidos en Honduras (cofaDEH).86 El régimen post-golpe militarizó 
la sociedad de Honduras y criminalizó la disidencia “al crear un clima de inseguridad y terror,” en palabras de la comisión 
inter-americana de Derechos Humanos de la oEa.87

El Retorno de los Militares a la Política: Honduras Hoy
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levantamiento interno de la policía que tuvo lugar en 

septiembre de 2010, durante el cual los militares lleva-

ron adelante una operación para rescatar al Presidente 

Correa en la que hubo un sangriento enfrentamiento 

armado entre los militares y los oficiales rebeldes. La 

característica más distintiva de las fuerzas armadas 

ecuatorianas es que poseen negocios a través de los 

cuales se financian. Entre estos, se encuentran corpora-

ciones industriales que producen munición, vestimenta 

y calzado para uso militar, pero también industrias que 

desarrollan autopartes, una aerolínea, una compañía 

que exporta bananas y camarones, supermercados y 

bancos, entre otros.66 

 Colombia, que permanece anclada en un conflicto 

interno que ya tiene 46 años, es el caso más extremo 

de no-distinción entre roles militares y no-militares. “La 

persistencia de la violencia ha llevado a que la seguri-

dad interior sea considerada la principal amenaza a la 

estabilidad”, escribe Vargas (2008). Al mismo tiempo, 

“ha llevado a la confusión entre los roles militares y 

policiales, generando una militarización de la policía 

y una ‘policialización’ de las fuerzas armadas.”67 En 

consecuencia, las fuerzas armadas colombianas están 

“más orientadas a cumplir funciones de control del or-

den público, lo que genera una ambigüedad funcional 

entre el ejercito y la policía.”68 

 Siguiendo el mismo patrón, las Fuerzas Armadas 

Nacionales de Venezuela llevan a cabo misiones que 

van desde las misiones de paz y ejercicios conjuntos 

con otras fuerzas armadas latinoamericanas, a la asis-

tencia a la policía y la Guardia Nacional para preservar 

o restaurar el orden interno en casos de serios distur-

bios, pasando por el apoyo a instituciones guberna-

mentales en cuestiones relacionadas con la economía 

y el desarrollo social.69 Los militares venezolanos están 

adoptando cada vez más tareas de seguridad interior; 

por ejemplo, su intervención en proyectos de desar-

rollo barrial, el armado de milicias ciudadanas por 

fuera de la cadena de mando militar que responden 

directamente al presidente, y su participación en el 

“Plan República” que se activa durante los procesos 

electorales, entre otras cosas.70 

 Tras los conflictos y transiciones a la democracia 

de los años 80, los países de América Central también 

buscaron democratizar sus sistemas de defensa. En 

principio, las funciones de las fuerzas armadas de esta 

región iban a estar limitadas a las misiones de paz y el 

apoyo a las autoridades civiles en caso de desastres 

naturales.71 Sin embargo, la creciente tasa de crimi-

nalidad y la violencia reinante han llevado a la intensa 

participación de los militares en los esfuerzos por com-

batir el crimen, las pandillas y el narcotráfico. 

 A diferencia de los países del Cono Sur, las consti-

tuciones de El Salvador, Honduras, Nicaragua y Guate-

mala contemplan la posibilidad de ampliar las funcio-

nes de las fuerzas armadas para incluir la seguridad 

interior y otros roles no convencionales.72 Según Rivera 

Joya (2009), esta permisividad, junto con los intereses 

   Predica lo que practicas

El 1 de diciembre de 1948, tras una breve guerra civil, el Presidente de costa rica, José María figueres, decidió que el 
país no necesitaba fuerzas armadas.88 Disolvió el ejército y eliminó a las fuerzas armadas como institución permanente 
del Estado. Esto fue incluido en el articulo 12 de la constitución nacional. sesenta y dos años más tarde, costa rica no 
ha vuelto a tener fuerzas armadas, y no ha enfrentado ninguna situación que requiera de una respuesta militar.

a fin de garantizar su defensa nacional, costa rica cuenta con acuerdos internacionales como los capítulos Vi y Vii de 
la carta de las naciones unidas, para disuadir cualquier posible ataque. también ha hecho uso de los mecanismos de la 
organización de Estados americanos para resolver disputas como por ejemplo las disputas territoriales con nicaragua. 

además, costa rica cuenta con una fuerza policial nacional, la fuerza Pública, que responde al Ministerio de seguridad 
Publica.89 Estas instituciones llevan a cabo funciones de seguridad territorial, seguridad interior, control del narcotráfico 
y control fronterizo. 

la Guardia costera patrulla las aguas territoriales de costa rica. como parte de esta función, en 1999 costa rica firmó 
un acuerdo entre el Gobierno de la república de costa rica y el Gobierno de la república de los Estados unidos de 
américa para la cooperación para suprimir el trafico ilícito por Mar.

En 1986 oscar arias, entonces Presidente de costa rica, anunció que el 1 de diciembre seria el “día de la abolición del 
Ejército”. Más recientemente, durante su segundo mandato, arias afirmó que “la abolición del ejército ha hecho posible 
que se destinen más recursos públicos al desarrollo del país, especialmente en materia de educación, salud y cultura, 
ha legitimado la vía electoral como único camino de acceso al poder, y ha impedido la formación de un grupo militar 
capaz de cobrar autonomía e intervenir directamente en el destino de una nación.”90

La Ausencia de Militares: El Caso de Costa Rica
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de Estados Unidos después del 9/11, han hecho que 

las fuerzas armadas de la región se reestructuren para 

poder abordar nuevamente las amenazas no-conven-

cionales.73

 En el caso de El Salvador, Martínez-Uribe (2008) 

explica que muchos sectores ven a las fuerzas armadas 

como un elemento importante de la gobernabilidad, lo 

que conlleva “un gran protagonismo de los militares en 

las cuestiones de seguridad interior, dada la incom-

petencia de las instituciones civiles encargadas de 

garantizar la seguridad ciudadana.”74 En Guatemala, 

por otro lado, los altísimos niveles de crimen violento 

han llevado a las fuerzas armadas a incorporar el con-

trol del delito y la seguridad ciudadana a sus misiones. 

Entre otras cosas, han incorporado aspectos relacio-

nados con la seguridad ciudadana e investigaciones 

criminales.75 En Honduras, donde los militares jugaron 

un papel clave en el golpe de estado contra el presi-

dente electo en junio de 2009, las fuerzas armadas es-

tán desempeñando toda una gama de tareas internas.

 Por último, las fuerzas armadas de México 

siempre se han caracterizado por ser unas de las más 

profesionales en la región, orgullosas de nunca haber 

llevado adelante un golpe contra un gobierno civil. Sin 

embargo, al igual que en América Central, el incre-

mento de la violencia causado por las organizaciones 

narcotraficantes y del crimen organizado, las cuales 

se han abastecido cada vez más de armamento, ha ob-

ligado al gobierno a involucrar a las fuerzas armadas 

aun más profundamente en la lucha antinarcóticos y el 

orden publico.

 Además, la legislación mexicana dispone el 

empleo de las fuerzas armadas para asistir a los ciu-

dadanos en casos de necesidad pública; para llevar 

a cabo obras cívicas y sociales en pos del progreso 

nacional; para mantener el orden público; para asistir 

a las personas y sus propiedades; y para contribuir 

a la reconstrucción de áreas afectadas por desastres 

naturales.76 También son llamadas para hacer frente a 

las protestas políticas cuando el presidente juzgue que 

estas sobrepasan la capacidad de las fuerzas de segu-

ridad pública y por ende, les ordene intervenir.77 “El 

uso excesivo de las fuerzas armadas en la lucha contra 

el crimen organizado” advierte Benítez Manaut (2008), 

“implica la posibilidad de que existan abusos a los 

derechos humanos, debido al bajo nivel de educación 

de los soldados de bajo rango y su falta de capacit-

ación sobre el tema.”78

 Emplear a las fuerzas armadas en asuntos inter-

nos como la lucha contra el delito conlleva principal-

mente cuatro riesgos. En primer lugar, genera una 

tensa superposición entre las misiones institucionales 

y responsabilidades de la policía y de los militares, 

especialmente en lo relativo al control y la prevención 

del delito. En segundo lugar, politiza a los militares; 

tal como advierte Hunter (1994), “invita a las fuerzas 

armadas a seguir siendo un importante actor político… 

El impacto simbólico de la participación de las fueras 

armadas en los asuntos domésticos no debería ser 

subestimado, especialmente allí donde existe una 

tradición de intervencionismo.”91 En tercer lugar, pone 

al personal militar en una situación para la que no está 

adecuadamente entrenado o equipado: el contacto 

constante con la población. Esto fomenta el riesgo de 

generar comportamientos autoritarios y abusos a los 

derechos humanos. En cuarto lugar, supone un alto 

costo de oportunidad. Recurrir constantemente a las 

fuerzas armadas para solucionar problemas de seguri-

dad interior reduce la voluntad política para invertir, lo 

que sea necesario, en la construcción de un sector de 

seguridad civil y justicia que funcione. La permanente 

debilidad de este sector, por el contrario, garantiza 

que las fuerzas armadas sean llamadas a actuar de 

nuevo en el futuro.

III.  Estados Unidos No Fomenta el Modelo   
  Posse Comitatus 

A pesar de las ocasionales disputas y excesos men-

cionados en la sección I, el modelo Posse Comitatus 

ha funcionado bien para los Estados Unidos. Tanto las 

fuerzas armadas como las instituciones policiales es-

tadounidenses se han beneficiado de la clara separa-

ción entre sus roles y misiones.

 Es, pues, lamentable y alarmante que Washington 

haya impulsado el camino opuesto en América Latina 

y el Caribe. A lo largo del último siglo, y hasta el día 

de hoy, los programas de ayuda de Estados Unidos 

han incentivado a los militares del Hemisferio Oeste 

a asumir roles internos que serían inadecuados, o 

incluso ilegales, en los Estados Unidos.

una BrEVE Historia DE los ProGraMas DE 
asistEncia Militar DE los EstaDos uniDos

A partir de la Guerra Hispano-Americana de 1898, 
y especialmente en las dos décadas después de la 
Primera Guerra Mundial, las fuerzas armadas es-
tadounidenses intervinieron y ocuparon varios países 

en América Central y el Caribe.92

• Cuba: 1906-1909; junio-agosto de 1912; 1917-
1922.
• República Dominicana: marzo-abril de 1903; 

enero-febrero de 1904; junio-julio de 1914; 1916-1924.
• Guatemala: abril de 1920.
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Bolivia es uno de los tres países en el mundo que producen cantidades importantes de coca, la planta de la que se 
obtiene la cocaína. la cuestión de la coca ha sido un factor determinante en las relaciones entre Estados unidos y 
Bolivia desde los 70, y el país andino ha sido uno de los principales escenarios de la lucha contra las drogas. con ayuda 
de los Estados unidos, las fuerzas militares y policiales bolivianas combaten el tráfico de cocaína y erradican miles de 
hectáreas de coca cada año.

una de las primeras misiones que se llevaron adelante con ayuda de los Estados unidos fue la operación “Blast fur-
nace”, un programa de 1986 que apuntaba a apoyar los esfuerzos de la policía contra los productores de coca. la mis-
ión ofreció asistencia técnica a las fuerzas policiales bolivianas, cuyo objetivo era localizar y destruir instalaciones para 
el procesamiento de la coca operadas por campesinos. la operación “Blast furnace” apenas tuvo efecto en el suminis-
tro de cocaína, pero el hecho de que personal militar estadounidense participara abiertamente en la misión sirvió de 
ejemplo para la asignación de roles a los militares bolivianos en actividades antidrogas en el terreno doméstico.105

Posteriormente, otra operación, denominada operación snowcap, afianzó el creciente rol de los militares estadoun-
idenses.106 la unidad Móvil de Patrullaje rural (uMoPar) recibió entrenamiento de las fuerzas Especiales de Estados 
unidos, y el Pentágono prestó helicópteros y equipamiento para su uso en misiones antidrogas. inicialmente, los 
oficiales de la uMoPar asistieron a la Escuela de las américas del Ejército de los Estados unidos, pero después de 1987, 
comenzaron a recibir entrenamiento en tácticas militares y ejercicios extenuantes en la Escuela “Garras de Valor” en la 
región del chapare, en la provincia de cochabamba.

como señala ledebur (2005), las fuerzas armadas bolivianas comenzaron a participar en operaciones antidrogas de-
bido a la insistencia del gobierno de Estados unidos.107 los fondos estadounidenses contribuyeron a crear una unidad 
de las fuerzas aéreas bolivianas llamada “Diablos rojos”, un grupo naval llamado “Diablos azules”, y una unidad del 
Ejército llamada “Diablos Verdes” cuya función era llevar adelante operaciones de interdicción.

En 1989, la administración de George H.W. Bush puso en marcha la iniciativa andina con el fin de “cortar el flujo de co-
caína a los Estados unidos mediante la reducción de la producción y el tráfico en colombia, Perú y Bolivia.”108 Esta nue-
va política buscó deliberadamente incorporar a “las fuerzas militares de los países receptores a la lucha antinarcóticos 
y expandir el rol de los militares estadounidenses en toda la región.”109 la participación de los militares bolivianos en 
misiones antidrogas fue reforzada de nuevo en mayo de 1990, cuando el entonces Presidente Jaime Paz zamora firmó 
un acuerdo secreto con los Estados unidos que establecía el financiamiento directo de las fuerzas armadas bolivianas, 
una institución que “hasta entonces el gobierno boliviano había mantenido al margen de la lucha antidrogas.”110

a medida que estos programas avanzaron, las fuerzas de seguridad bolivianas fueron acusadas de numerosas violacio-
nes a los derechos humanos. a partir de 1987, la asamblea Permanente de los Derechos Humanos de Bolivia comenzó 
a documentar asesinatos de campesinos, y otros grupos de derechos humanos han denunciado arrestos y detenciones 
ilegales, abusos verbales y físicos contra las poblaciones locales, la represión violenta de protestas pacificas, y registros 
y allanamientos de la propiedad.111

las violaciones se intensificaron con la aprobación del “Plan Dignidad”, un programa de erradicación forzosa que 
apuntaba a eliminar toda la coca de Bolivia en los siguientes cinco años. El Plan otorgó a los militares bolivianos, en 
particular la novena División del Ejército de Bolivia, un rol directo en la erradicación forzosa.112 con el apoyo y asesora-
miento de Estados unidos, se creó una fuerza de tarea conjunta, compuesta por fuerzas militares y policiales, para 
llevar adelante tareas de erradicación en el chapare. Esta estructura, y en general todo el Plan Dignidad, sembraron 
aun mayor confusión acerca de las funciones de los militares y la policía en Bolivia. también acentuaron la rivalidad en 
los cuarteles, al hacer que los oficiales militares y policiales compitieran por los fondos antidrogas de Estados unidos, 
además de por el prestigio y poder de decisión. 

El Plan Dignidad también se cobró victimas humanas: 33 cocaleros y 27 miembros de las fuerzas de seguridad 
perdieron la vida entre 1998 y 2003 en situaciones violentas en el marco de las operaciones del Plan. ninguna de las 
violaciones a los derechos humanos cometidas por las fuerzas policiales o militares durante estas misiones han sido 
investigadas adecuadamente, y ningún miembro de las fuerzas armadas ha sido juzgado ante la ley por su partici-
pación. la impunidad por estos abusos y la sensación de protección que ampara a los oficiales militares y policiales no 
ha hecho más que aumentar el poder y la autonomía de las fuerzas armadas.

Bolivia: La participación de los militares y la policía en operaciones antidrogas 
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• Haití: enero-febrero, octubre de 1914; 1915-1934.
• Honduras: marzo de 1903; marzo-junio de 1907; 

enero de 1911; septiembre de 1919; febrero-marzo, 

septiembre de 1924; abril de 1925.

• México: 1914-1917; 1918-1919.

• Nicaragua: febrero-marzo de 1899; mayo-sep-

tiembre de 1910; 1912-1925; 1926-1933.
• Panamá: noviembre-diciembre de 1901 (antes 

de su independencia de Colombia); abril, septiembre-

noviembre de 1902 (antes de su independencia de 

Colombia); 1903-1914; 1918-1920; octubre de 1925.

 Cuando se retiraron de Cuba, República Domini-

cana, Haití, Nicaragua y Panamá, las fuerzas estadoun-

idenses crearon nuevos cuerpos militares para man-

tener el orden en su ausencia. Si bien las misiones de 

estas fuerzas incluían la defensa externa, esencial-

mente eran policías que llevaban adelante tareas de 

seguridad interior. El “enemigo” que enfrentaban estas 

pequeñas fuerzas no eran hipotéticos invasores extran-

jeros. Eran criminales, bandidos, y –con demasiada 

frecuencia—sindicalistas, opositores y partidarios de 

reformas políticas.

 Esta primera experiencia de asistencia militar bi-

lateral no estuvo acompañada de ayuda para construir 

capacidades de gobierno civil o sistemas de justicia 

creíbles. Y la experiencia salió mal. Como señala 

Loveman (1999), “Estas policías nunca alcanzaron los 

niveles profesionales ni las capacidades militares de 

las fuerzas armadas chilenas, argentinas o peruanas 

[las cuales habían recibido ayuda de Europa en esa 

época]. Operaban casi como gángsters militares, 

En una reunión que tuvo lugar en cartagena en diciembre de 1998, el secretario de Defensa de los Estados unidos, 
William cohen, y el Ministro de Defensa de colombia, rodrigo lloreda, acordaron crear un Batallón antinarcóticos 
del Ejército de colombia. a este batallón, inicialmente financiado íntegramente por el presupuesto de Defensa de los 
Estados unidos, se sumó en 1999 una nueva Brigada fluvial de la armada para luchar contra el narcotráfico, también 
financiada por los Estados unidos. 

Esto supuso un cambio importante para las fuerzas armadas colombianas, las cuales, a pesar de la dura batalla que 
el país había librado contra los carteles de la droga desde los 80, se habían mostrado reticentes a involucrarse en 
misiones antidrogas a no ser que estuvieran vinculadas con la lucha contra las guerrillas de izquierda en el marco del 
largo conflicto interno del país. como explica Kirk (2003) “los militares colombianos se habían resistido a la super-
posición de la lucha contra las drogas y la lucha contra la insurrección. no estaban dispuestos a perseguir a traficantes 
ni a allanar laboratorios de fabricación de drogas, lo que veían como un trabajo sucio más adecuado para la policía. En 
1992, las fuerzas armadas colombianas habían rechazado una oferta de los Estados unidos de us$2.8 millones para 
establecer unidades antidrogas.”102 Ese mismo año, según datos del archivo de seguridad nacional, “Estados unidos 
y colombia acordaron reducir el nivel de participación de las fuerzas armadas colombianas en la guerra contra las 
drogas y reorientar alrededor de us$75 millones en ayuda a la policía nacional de colombia…la Embajada de los 
Estados unidos protestó públicamente que los militares habían estado utilizando fondos estadounidenses destinados 
a la lucha contra las drogas para combatir a las guerrillas.”103

con la aprobación de un paquete de ayuda de us$1.3 billones en julio de 2000 –parte de una estrategia más amplia 
denominada “Plan colombia”— los militares dejaron de resistirse a participar en misiones antidrogas. Entre los años 
2000 y 2010, Estados unidos destinó fondos por un valor de us$4.9 billones (de un total de us$5.6 billones), prove-
nientes de los presupuestos de ayuda exterior y defensa, a la lucha antidrogas en colombia en forma de asistencia 
militar y policial dividida más o menos en partes iguales entre ambas fuerzas.104

Esta enorme inyección de asistencia antidrogas bajo el “Plan colombia” convirtió a colombia –hasta las guerras contra 
irak y afganistán—en el tercer país receptor de ayuda militar de Estados unidos a nivel mundial. El Batallón antinar-
cóticos del Ejército rápidamente se convirtió en una brigada con tres batallones, mientras que el Ejército y la fuerza 
aérea recibieron docenas de helicópteros y aeronaves, cuyo mantenimiento también financió Estados unidos. Hoy 
en día, las unidades militares financiadas por los Estados unidos no solo luchan contra la guerrilla (para lo cual se 
pudo destinar fondos antidrogas tras un cambio en la legislación estadounidense sobre la ayuda extranjera en 2002), 
también allanan laboratorios, ayudan a erradicar plantaciones de coca, registran personas, vehículos y embarcaciones, 
llevan a cabo operaciones de inteligencia antidrogas y patrullan vecindarios donde viven pandillas financiadas por el 
narcotráfico.

Colombia: Las fuerzas armadas dejan de resistirse a participar en misiones antidrogas
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manteniendo el orden, controlando el juego, la pros-

titución y otros negocios ilegales, y extorsionando a 

los ciudadanos en el nombre de ‘la ley y el orden’ y un 

fervor patriótico superficial.”93

 Estos ejércitos creados por los Estados Unidos y 

orientados hacia la seguridad interior terminaron sien-

do el principal sostén de dictadores brutales. La Guar-

dia Nacional que dejaron los Marines estadounidenses 

se convirtió rápidamente en el pilar de la dictadura de 

Somoza en Nicaragua, mientras que fuerzas similares 

sostuvieron a Rafael Trujillo en la República Domini-

cana y los regímenes de Machado y Batista en Cuba.

 La ayuda destinada a las misiones internas de 

los militares extranjeros se redujo un poco durante 

los años de la no-intervencionista “Política del Buen 

Vecino” de Franklin D. Roosevelt y durante la Segunda 
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La “guerra contra las drogas” de México

con la desaparición de los grandes carteles de la droga de colombia a partir de los 90, el control del transporte y 
transbordo –el eslabón más redituable en la cadena del narcotráfico—pasó a manos de las organizaciones criminales 
de México. las batallas entre los carteles mexicanos, y entre carteles y el Estado, causaron una explosión de violencia en 
México, principalmente en la frontera con Estados unidos, durante la década del 2000. En 2009 se registraron más de 
3,500 homicidios relacionados con el narcotráfico.113

frente a la imposibilidad de lidiar con la escalada de la delincuencia, el creciente poder de fuego de los narcotraficantes, 
y la ineficacia de unas fuerzas policiales corruptas, el gobierno del Presidente felipe calderón, quien asumió en 2006, 
amplió el rol de las fuerzas armadas mexicanas en la lucha contra los carteles, enviando decenas de miles de tropas a las 
calles de las principales ciudades. El Presidente calderón buscó el apoyo de los Estados unidos para llevar adelante esta 
estrategia, y la administración Bush accedió. 

En octubre de 2007, los Presidentes calderón y Bush firmaron un acuerdo que establecía un nuevo programa de 
cooperación en seguridad denominado iniciativa Mérida. Esta propuesta asignaba us$1.6 billones en ayuda a México 
y américa central, destinada principalmente a equipamiento y entrenamiento policial y militar, entre 2008 y 2010.114 al 
contrario que en colombia, los militares estadounidenses no participan de las operaciones antinarcóticos, ni siquiera en 
operaciones de apoyo, en terreno mexicano, donde la cuestión de la soberanía es un tema muy sensible.

El elemento militar de la estrategia antidrogas de calderón está centrado en el ejército y la armada, dado que estas 
fuerzas poseen las capacidades logísticas y de inteligencia necesarias para hacer frente a las organizaciones narcotrafi-
cantes.115 De hecho, las fuerzas armadas dominan a las fuerzas policiales y otras instituciones civiles en grandes áreas de 
muchos estados mexicanos. Esta tendencia se observa en el creciente número de puestos civiles ocupados por personal 
militar, en especial en el ámbito de la seguridad interior.

la militarización de las operaciones antidrogas ha resultado en algunas capturas de grandes traficantes, pero ha tenido 
escaso efecto sobre el flujo de cocaína y ningún impacto en los niveles de violencia.116 también ha tenido efectos nega-
tivos en la sociedad y las instituciones. la conducta de las fuerzas armadas en el ejercicio de funciones de seguridad in-
terior ha dado lugar a crecientes acusaciones de violaciones a los derechos humanos. Desde que el Presidente calderón 
lanzó sus primeras operaciones antidrogas en diciembre de 2006, las denuncias por violaciones a los derechos humanos 
contra miembros de las fuerzas armadas mexicanas han aumentado de 182 en 2006 a 1,791 en 2009, según la comisión 
nacional de los Derechos Humanos (cnDH).117 la falta de entrenamiento y preparación para roles internos de las fuerzas 
armadas es uno de los principales motivos de este aumento de las denuncias por violaciones a los derechos humanos.

además de estar menos capacitadas en derechos humanos, las fuerzas armadas mexicanas poseen mayor autonomía 
funcional, económica y política que las fuerzas policiales.118 Esto hace que el personal militar no tenga que rendir 
cuentas ante las autoridades civiles y les permite permanecer impunes ante las violaciones a los derechos humanos 
que se les imputan.119 las acusaciones de violaciones a los derechos humanos por parte de militares son juzgadas por el 
sistema de justicia militar, donde está casi garantizado que los acusados sean sobreseídos o el caso sea abandonado.

tras varios años de resultados decepcionantes, los gobiernos mexicano y estadounidense han empezado a dar pasos 
vacilantes para mejorar las capacidades policiales y judiciales de México, con la idea de, quizás en un futuro distante, 
permitir que las fuerzas armadas retornen a los cuarteles. Mientras tanto, sin embargo, Estados unidos nuevamente ha 
promocionado un modelo en México que las fuerzas armadas estadounidenses legalmente no podrían desempeñar en 
el territorio nacional. 
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Guerra Mundial. Con la llegada de la Guerra Fría, sin 

embargo, la ayuda militar de los Estados Unidos para 

combatir “enemigos internos” alcanzó niveles sin prec-

edente.

 Erradicar la influencia soviética en su “patio tra-

sero” se convirtió en el principal objetivo de la política 

exterior de Estados Unidos hacia América Latina. A 

partir de los años 50, y especialmente después de 

la Revolución Cubana de 1959, sucesivos gobiernos 

estadounidenses otorgaron generosos paquetes de 

ayuda a las fuerzas armadas latinoamericanas para que 

estas eliminaran la subversión comunista, a pesar de 

que en la mayoría de los países receptores no había 

democracia ni libertades civiles.

 Las atrocidades cometidas por los militares 

latinoamericanos con la ayuda de los Estados Unidos 

durante este periodo han sido ampliamente documen-

tadas – de hecho, son uno de los motivos que impulsa-

ron la fundación de WOLA en 1974—y no es necesario 

detallarlas en este informe. La “Doctrina de Seguridad 

Nacional” explícitamente alentó a las fuerzas de segu-

ridad e inteligencia de la región a buscar y destruir a 

un enemigo político que, argumentaban, estaba inte-

grado con la población. Pero la definición del “comuni-

sta subversivo” fue interpretada con demasiada ampli-

tud. Políticos de la oposición, sindicalistas, defensores 

de los derechos humanos, incluso artistas y cantantes 

de folklore pasaron a ser vistos como enemigos del 

estado. Decenas de miles de personas fueron encarce-

ladas, torturadas, desaparecidas y asesinadas.

 Fortalecidos por el mandato de intervenir en la 

seguridad interior que incentivaba Estados Unidos, y 

con capacidades mucho mejor desarrolladas que los 

civiles, los generales tomaron el poder en gran parte 

de la región. En Brasil (1964-85), Chile (1973-1990), 

Argentina (1966-73 y 1976-83), Guatemala (1954-85), 

Uruguay (1973-1985) y otros países, los militares adop-

taron roles internos que no tenían nada que ver con la 

seguridad, controlando todas las funciones del estado, 

desde la salud a la educación, pasando por la infrae-

structura.

 A menudo también tomaron el control de las 

fuerzas policiales. En este aspecto, la ayuda de Estados 

Unidos resultó especialmente problemática. Se descu-

brió que la Oficina de Seguridad Pública de la Agencia 

para el Desarrollo Internacional (USAID, por sus siglas 

en inglés), la cual proveía ayuda a las fuerzas policia-

les de varios países latinoamericanos conducidos por 

militares, había estado enseñando técnicas de vigilan-

cia, entre otras, que los regímenes autoritarios utiliza-

ban contra los ciudadanos. En algunos casos, repre-

sentantes de USAID pueden haber incluso enseñado o 

supervisado técnicas de tortura a personal policial que 

estaba bajo la tutela de los militares.94

 Como resultado de estas revelaciones sobre la 

Oficina de Seguridad Pública, en 1974 el Congreso 

decidió prohibir el envío de ayuda a agencias policia-

les extranjeras. En la actualidad, la sección 660 de la 

Ley de Ayuda Exterior todavía tiene vigencia, aunque 

está surcada por numerosas excepciones (capacitación 

en investigación criminal, antinarcóticos, países sin 

fuerzas armadas, países post-conflicto, operaciones 

antiterroristas y algunas otras). Hoy en día, sigue en 

pie la prohibición de proveer ayuda simplemente para 

mejorar las capacidades generales de lucha contra 

la delincuencia común o para garantizar la seguridad 

pública. La sección 660 ha tenido una perversa conse-

cuencia imprevista: al prohibir la provisión de asisten-

cia para mejorar la seguridad pública, dicha ayuda ha 

sido destinada en su lugar a militares que desarrollan 

roles vinculados con la seguridad interior, algo que 

la Ley Posse Comitatus jamás permitiría dentro de los 

Estados Unidos.

 En el nombre de la lucha contra el comunismo, 

Estados Unidos apoyó a los regímenes militares lati-

noamericanos durante toda la Guerra Fría, con una 

sola excepción: la política de derechos humanos de 

la administración Carter de fines de los 70, que buscó 

distanciar a los Estados Unidos de los peores viola-

dores de derechos humanos de la región, reteniendo 

la ayuda y accediendo a continuarla solo si se reducían 

las violaciones. Esta política enfureció a los republi-

canos, quienes la revirtieron cuando asumió Ronald 

Reagan en 1980.

 Si bien la administración Reagan aumentó la 

ayuda militar, especialmente la destinada a América 

Central, se vio presionada a fomentar que los países 

receptores adoptaran al menos las estructuras básicas 

de la democracia. Por este motivo, sumado a la “tercera 

ola” de democratización global que llegó a América 

Latina comenzando por Ecuador en 1978, hacia el final 

de la década de los 80, la mayoría de los regímenes de 

la región habían sido reemplazados por democracias 

formales. 

 Uno de los obstáculos más difíciles con que se 

han encontrado los líderes civiles en sus esfuerzos por 

ejercer el control sobre las fuerzas armadas ha sido la 

participación de los militares en la seguridad interior. 

Como se explica en la sección anterior (II), en toda la 

región las fuerzas armadas tienen roles internos que 

van desde la lucha contra las pandillas hasta la protec-

ción del medio ambiente. A excepción de dos países 

– Chile y Argentina—ningún país de América Latina o 

el Caribe que tenga fuerzas armadas cuenta con nada 
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que se asemeje a la Ley Posse Comitatus.

A pesar de que las restricciones de la Ley Posse Comi-

tatus han seguido beneficiando a los Estados Unidos, la 

ayuda a América Latina no ha estado guiada por este 

principio. Desde principios de los 90, varios program-

as de asistencia, por valor de billones de dólares, han 

alentado a las fuerzas armadas de la región a adoptar 

roles internos que sería ilegal para los militares es-

tadounidenses adoptar en su territorio nacional.

oPEracionEs antiDroGas 

Con el fin de la amenaza soviética, la mayoría de las 

naciones latinoamericanas perdieron su principal pre-

texto para mantener fuerzas permanentes lo suficiente-

mente grandes y poderosas como para hacer peligrar 

el control civil. Por su parte, Estados Unidos perdió la 

principal amenaza que justificaba su generosa ayuda 

a los militares latinoamericanos. En muchos países, 

especialmente en el Cono Sur, los niveles de asistencia 

militar se redujeron casi a nada; solo quedaron algunos 

programas de entrenamiento y ejercicios militares.

 Sin embargo, en los Andes, México y partes de 

América Central y el Caribe, los niveles de asistencia 

militar se mantuvieron estables y en algunos casos 

superaron los niveles de la Guerra Fría, en respuesta 

a la segunda amenaza más inminente en la mente de 

los responsables de las políticas estadounidenses: la 

producción y el tráfico de drogas ilegales. Alrededor 

de 1990, el Programa de Control Internacional de Nar-

cóticos y Aplicación de la Ley (INCLE, por sus siglas en 

ingles) del Departamento de Estado superó los niveles 

de asistencia del programa de Financiamiento Militar 

al Extranjero (FMF) – el programa de asistencia militar 

“tradicional” bajo el cual se asignó casi toda la ayuda 

durante la Guerra Fría—y se convirtió en la primera 

fuente de ayuda a los militares y policías de la región. 

El programa INCLE, bajo el cual se asignaron la mayor 

parte de los fondos del “Plan Colombia” y de la “Ini-

ciativa Mérida”, hoy sigue ocupando este puesto.

 En 1989, el Congreso de los Estados Unidos 

añadió una sección (§ 124) al Título 10 del Código 

de los Estados Unidos: “El Departamento de Defensa 

servirá como la única agencia del Gobierno Federal 

a cargo de la detección y el monitoreo del tráfico 

aéreo y marítimo de drogas hacia los Estados Unidos.” 

Si bien, como se discute en la sección I, esto implicó 

cierta erosión de la Ley Posse Comitatus en el terreno 

doméstico, también creó un nuevo e importante rol 

para las fuerzas armadas estadounidenses en América 

Latina y el Caribe, ya que estas son zonas por las que 

transitan grandes cantidades de drogas ilegales.

 El Departamento de Defensa inmediatamente 

pidió al Congreso que aclarara si, como parte de 

las actividades de “detención y monitoreo,” estaría 

incluido permitir al Pentágono destinar fondos de su 

enorme presupuesto a proveer ayuda a fuerzas milita-

res y policiales extranjeras en misiones antidrogas. El 

Congreso respondió que si, con ciertas condiciones, 

en la sección 1004 de la Ley de Autorización de la 

Defensa de 1991. Si bien esta sección especifica qué 

tipos de ayuda están permitidos (están prohibidos los 

equipos de gran tamaño, como helicópteros, y casi to-

dos los tipos de ayuda letal), hoy en día Estados Unidos 

destina más de US$200 millones en ayuda a las fuerzas 

armadas y policiales de la región bajo la sección 1004.

 La sección 1004 rompió con una tradición que 

había comenzado con la Ley de Ayuda Exterior de 

1961: que la ayuda exterior solo podía ser financiada 

a través de la sección de Operaciones Extranjeras 

del presupuesto y manejada por el Departamento de 

Estado. La ayuda destinada bajo la sección 1004, por el 

contrario, salía del presupuesto de Defensa sin que la 

ley previera intervención alguna del Departamento de 

Estado. Debido a esta inusual disposición, la sección 

1004 no se ha transformado en ley permanente y ha 

de ser renovada periódicamente por el Congreso. La 

fecha de caducidad de la ley se ha ido posponiendo 

hasta 1995, 1999, 2002, 2006, y 2011.

 Juntos, estos dos programas de control del narco-

tráfico –el INCLE del Departamento de Estado y la sec-

ción 1004 del Departamento de Defensa—han provisto 

más del 85 por ciento de la ayuda militar y policial a 

América Latina y el Caribe desde el año 2000.95 Los 

principales receptores de esta ayuda han sido Co-

lombia, México, Perú, Ecuador, Bolivia, Guatemala, El 

Salvador, Panamá y la República Dominicana.

 Por definición, asistir a los militares a combatir la 

producción y el tráfico de drogas ilegales es alentarlos 

a que adopten roles de seguridad interna. Algunas de 

las unidades militares que han recibido ayuda de Esta-

dos Unidos son: la brigada antinarcóticos del Ejército 

Colombiano, junto con docenas de brigadas del Ejér-

cito regular; las unidades de frontera del Ejército Ecu-

atoriano; la Fuerza de Tarea Conjunta, Novena División 

del Ejercito y la Fuerza de Tarea “Diablos” de Bolivia; 

la Armada de Guatemala; y unidades de la Armada, 

Ejército y el Grupo Aeromóvil de las Fuerzas Especia-

les de México, entre varias otras por toda la región.

 Especialmente en los Andes, los programas de 

interdicción fluvial han preparado a las fuerzas navales 

para patrullar los ríos, las principales arterias de 

vastas áreas sin carreteras, donde los marinos habitual-
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mente llevan a cabo controles, y registran y detienen a 

ciudadanos. Dado que la mayoría de los países carecen 

de guardias costeras, los programas estadounidenses 

también entrenan a las fuerzas navales para llevar a 

cabo tareas de seguridad interior en aguas costeras.

 Además, Estados Unidos ha buscado mejorar las 

capacidades de inteligencia –incluyendo vigilancia 

doméstica, intervención de comunicaciones e inter-

rogación— de estas unidades a través de la provisión 

de armas, equipamiento y entrenamiento, que ha 

incluido tácticas de pequeñas unidades, tiro y puntería, 

combate a corta distancia, infantería ligera, logística y 

comunicaciones. También ha incluido entrenamiento 

para manejar y mantener el costoso equipo provisto 

por los Estados Unidos, principalmente barcos de pa-

trullaje y helicópteros, los cuales han sido financiados 

casi exclusivamente por los presupuestos de asistencia 

antidrogas durante los últimos veinte años.

 Al igual que los programas anticomunistas de la 

época de la Guerra Fría, los programas antidrogas 

han alentado a los militares a combatir una amenaza 

doméstica integrada con la población. Al contrario que 

las nefastas operaciones antisubversivas del pasado, 

los actuales programas antidrogas no enseñan a los 

soldados a percibir a todos los ciudadanos como 

potenciales enemigos. No obstante, sí fomentan que 

los militares salgan de los cuarteles y actúen entre la 

población, inclusive sin modificar su orientación, que 

sigue siendo derrotar al enemigo mediante el uso de 

la fuerza letal.

 Algunos países han experimentado aumentos 

periódicos de la ayuda antidrogas, lo que ha empujado 

a los militares a involucrarse en el control del tráfico 

de drogas.

• La Operación “Blast Furnace”, Bolivia, 1986: 

El personal del Ejército de los Estados Unidos dio un 

buen ejemplo de cómo unas fuerzas armadas pueden 

convertirse en una fuerza de seguridad interior y 

liderar la lucha antidrogas (ver recuadro). En una pub-

licación anterior de WOLA, Ledebur (2005) describe 

esta ofensiva de meses contra los laboratorios de 

fabricación de cocaína en Bolivia:

En 1986, Bolivia fue el escenario de la mayor operación 

antidrogas en suelo extranjero en la que hayan es-

tado involucradas públicamente las fuerzas armadas 

estadounidenses. Ciento sesenta tropas estadounidenses 

participaron en la Operación “Blast Furnace”, que tuvo 

lugar principalmente en los departamentos de Beni, 

Pando y Santa Cruz entre julio y noviembre de 1985.96

• La Iniciativa Andina, 1989-93: A medida que 

la Guerra Fría llegaba a su fin, la administración de 

George H.W. Bush y líderes del Congreso aprobaron 

un multimillonario paquete de ayuda antidrogas por 

cinco años para Colombia, Perú y Bolivia. Fue durante 

el periodo de la Iniciativa Andina que el General 

Maxwell Thurman, comandante del Comando Sur es-

tadounidense, bromeó que la guerra contra la drogas 

era “la única guerra que tenemos” en la región.97 De 

hecho, los fondos provistos bajo la Iniciativa Andina 

fueron destinados predominantemente a las fuerzas 

armadas y policiales: US$183 millones de un total 

de US$231.6 millones en 1990.98 Supuestamente, la 

Iniciativa Andina iba a concentrarse inicialmente en 

la asistencia militar, para después proveer ayuda para 

el desarrollo económico y de las instituciones civiles, 

pero la administración Clinton decidió no continuar 

con el enfoque de la administración Bush. El resultado 

fue un paquete de ayuda por varios años que sos-

tuvo los montos de asistencia militar a varios países a 

niveles iguales o mayores a los de la Guerra Fría, pero 

con una nueva misión interna en mente.

• Breve acercamiento a las Fuerzas Armadas 
Mexicanas, 1997-1999: El segundo secretario de 

defensa de Clinton, William Perry, priorizó los vínculos 

con sus contrapartes en América Latina. Gran parte de 

este esfuerzo apuntó a México, que en esa época esta-

ba experimentando un rápido aumento en el tráfico de 

drogas y la primera ola de los carteles traficantes de 

drogas. A pesar de que el Ejército Mexicano siempre 

ha mirado a los Estados Unidos con mucha sospecha, 

Marines mexicanos reciben entrenamiento en “operaciones militares en 
terreno urbano” con Marines de EEuu en Manzanillo, Mexico, 2010.
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aceptó algo de asistencia antidrogas: una donación de 

72 helicópteros usados y un ambicioso programa para 

entrenar a miles de tropas del Grupo Aeromóvil de las 

Fuerzas Especiales de México (GAFE) en la Escuela de 

Guerra Especial JFK de Fort Bragg, Carolina del Norte. 

Ninguno de los dos programas terminó bien: México 

devolvió los helicópteros en 1999, objetando que la 

mayoría eran demasiado viejos para volar, y algunos 

antiguos GAFEs (aunque es posible que entre ellos 

no haya habido soldados entrenados por los Estados 

Unidos) fundaron los Zetas, una de las organizaciones 

criminales más violentas que existen hoy en día.99

• El Plan Colombia y la Iniciativa Andina Re-
gional, 2000-2006: El mayor desembolso de ayuda 

militar de los Estados Unidos para combatir la drogas 

hasta la fecha comenzó con el “Plan Colombia”, medi-

ante el cual se aprobó una apropiación suplementaria 

de US$1.3 billones en ayuda, principalmente militar, a 

Colombia y varios de sus vecinos (ver recuadro). A lo 

largo de la década siguiente, Colombia pasó a recibir 

casi US$6 billones en asistencia militar y policial; casi 

toda la ayuda se destinó a apoyar operaciones antidro-

gas, aunque una creciente porción se asignó a ayudar a 

Colombia a luchar su guerra de varias décadas contra 

los grupos guerrilleros de izquierda. Entre muchas 

otras prioridades, el “Plan Colombia” financió la cre-

ación y aprovisionamiento de una Brigada Antidrogas 

del Ejército Colombiano, una Brigada Fluvial de la 

Fuerza Naval Colombiana, y una mayor participación 

y apoyo a misiones de interdicción y erradicación. Los 

fondos del Plan Colombia también beneficiaron a las 

fuerzas armadas del Perú, Bolivia, Ecuador, e incluso, a 

través de un pequeño programa de “Cooperación para 

la Interdicción Aérea”, a la Venezuela de Hugo Chávez.

• Iniciativa Mérida, 2008 al Presente: Tras su 

elección como Presidente de México en 2006, Felipe 

Calderón envío a decenas de miles de soldados a las 

calles en zonas dominadas por violentas organizacio-

nes narcotraficantes (ver recuadro). Especialmente en 

ciudades cercanas a la frontera con Estados Unidos, 

el Ejercito Mexicano ahora trabaja mano a mano con 

las fuerzas policiales, y en ocasiones, las suplanta por 

completo. La administración Bush mostró rápidamente 

su apoyo por este modelo, aprobando un paquete de 

asistencia por varios años que ya supera los US$1.4 

billones y consiste principalmente en ayuda militar 

y policial. Los equipos más grandes –helicópteros 

y aeronaves de vigilancia—son para el Ejército y 

la Armada Mexicanos. El paquete de ayuda Mérida 

también incluye asistencia destinada a la lucha contra 

el narcotráfico, en parte para algunas fuerzas navales, 

pero sobre todo, ayuda no-militar para América Cen-

tral, Haití y la República Dominicana. A través de la 

ayuda de la Iniciativa Mérida, así como nuevas iniciati-

vas denominadas Iniciativa de Seguridad Regional de 

América Central (CARSI) y la Iniciativa de Seguridad 

de la Cuenca del Caribe (CBSI), la administración 

Obama está mostrando su voluntad de reducir la ayuda 

militar en favor de programas de ayuda para el desar-

rollo de las instituciones civiles. No obstante, la asisten-

cia militar asignada en 2008 y 2009 sigue fluyendo, a 

pesar de que diversos estudios sobre la violencia han 

demostrado que el despliegue militar del Presidente 

Calderón es una respuesta ineficiente a los desafíos 

del narcotráfico y la seguridad ciudadana en México.

ProyEctos DE DEsarrollo

Si bien son los más importantes en cuanto a los montos, 

los programas antidrogas son solamente uno de varios 

canales a través de los cuales la ayuda de Estados 

Unidos incentiva a los militares latinoamericanos a 

adoptar – o continuar desempeñando – nuevos roles 

internos. Otro de ellos es un robusto programa de ejer-

cicios en los que personal militar estadounidense con-

struye infraestructura o provee servicios médicos en 

regiones pobres de las Américas. Mientras que estos 

ejercicios ayudan a poblaciones necesitadas y generan 

buena voluntad, también capacitan a los militares de la 

región para asumir nuevos roles, y contribuyen poco 

o nada a fortalecer las instituciones civiles del estado 

encargadas de proveer estos servicios. 

 Estos ejercicios, conocidos como “Fuertes Cami-

nos” desde los 80 hasta mediados de los 90, y después 

como “Nuevos Horizontes”, generalmente comprenden 

cuatro o cinco importantes eventos (de varias sema-
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Marines estadounidenses y soldados hondureños en un evento para el 
ejercicio de construcción humanitaria “Beyond the Horizon,” 2008
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nas o meses de duración) en varios países cada año, 

además de cientos de Ejercicios de Entrenamiento 

Médico (MEDRETES, por sus siglas en inglés) o incluso 

Ejercicios de Entrenamiento Veterinario (VETRETES, 

por sus siglas en inglés), de menor envergadura, por 

toda la región. En el marco de estos ejercicios, los 

soldados estadounidenses –a menudo reservistas o 

Guardias Nacionales en rotaciones de corto tiempo 

– construyen infraestructura “vertical” como escuelas, 

puestos médicos o pozos, e infraestructura “horizontal” 

como carreteras, y ofrecen atención médica, dental y 

veterinaria a miles de personas y animales.

 Por ley, el objetivo principal de estos ejercicios 

no es la provisión de ayuda, sino el entrenamiento del 

personal militar estadounidense. Las tropas desar-

rollan sus capacidades médicas y de ingeniería y se 

familiarizan con la lengua, la cultura y el terreno de 

los países receptores. En consecuencia, los ejercicios 

como “Nuevos Horizontes” se financian a través del 

presupuesto del Departamento de Defensa (bajo el 

rubro “Operaciones y Mantenimiento”) y no cuentan 

como ayuda extranjera. (Por este motivo, resulta muy 

difícil analizar los gastos de personal y obtener un 

cálculo aproximado de cual es su costo.) Normalmente 

las fuerzas armadas del país receptor no participan 

plenamente en los ejercicios; a menudo el rol de sus 

miembros se limita a vigilar el perímetro. 

 El ritmo de estos ejercicios ha aumentado en los 

últimos años, en parte – aunque los oficiales estadoun-

idenses no lo pondrían en estos términos – en un 

intento por mantenerse a la par del gobierno del Presi-

dente venezolano Hugo Chávez, quien ha buscado pro-

fundizar su influencia en la región invirtiendo enormes 

sumas en el mismo tipo de proyectos de infraestructura 

de rápido impacto. Estados Unidos también ha destina-

do recursos de defensa a grandes proyectos humani-

tarios como la gira del buque hospital de la Armada de 

los Estados Unidos USNS Comfort por las Américas.

 Estos ejercicios llevan ayuda a decenas de miles 

de personas necesitadas cada año, que de otro modo 

no recibirían ayuda alguna. No obstante, expertos en 

desarrollo económico han cuestionado su falta de co-

ordinación con las agencias de ayuda civiles y los go-

biernos de los países receptores. Una de las preocupa-

ciones más habituales es, por ejemplo, que las nuevas 

escuelas y clínicas construidas por los militares dentro 

de unos años no contarán con maestros, doctores o 

suministros. 

 Además de esto, es evidente que los ejercicios 

humanitarios y de ingeniería del Comando Sur tam-

bién envían un poderoso mensaje: construir escuelas, 

pavimentar carreteras y extraer muelas son roles 

adecuados para los militares, aun cuando claramente 

no lo son dentro de los Estados Unidos. (Una excepción 

muy parcial es el Cuerpo de Ingenieros del Ejército de 

los Estados Unidos, una agencia militar que ha llevado 

a cabo obras públicas en territorio nacional desde su 

fundación en los 1700s.) La construcción y los servi-

cios médicos son roles que podrían fácilmente estar 

a cargo de civiles – de los ministerios de transporte, 

educación y salud, por ejemplo – de esos países.

 En países con pocas amenazas externas u otras 

razones para mantener grandes fuerzas armadas, los 

ejercicios como “Nuevos Horizontes” dan a los mili-

tares algo que hacer. Su ejemplo promueve la adop-

ción de nuevos roles que no solo contribuyen a evitar 

recortes de presupuesto sino también a mantener a las 

fuerzas armadas activas entre la población.

 Cuando los militares adoptan estos roles, las in-

stituciones de los estados pagan un costo de oportuni-

dad. Cuando los militares construyen infraestructura 

o proveen servicios médicos, duplican los esfuerzos 

de las autoridades civiles y consumen recursos que 

deberían destinarse, por ejemplo, a los ministerios de 

salud y transporte. La consecuente atrofia institucional 

de las agencias de gobierno civiles profundiza aun 

más el vacío institucional, que las fuerzas armadas a 

menudo terminan llenando.

MEDiDas antitErroristas

Después de los atentados del 11 de septiembre de 

2001, surgió un nuevo “enemigo interno” que comenzó 

a guiar parte de la asistencia militar a la región. A 

pesar de que en América Latina y el Caribe no existen 

grupos terroristas “con alcance global” susceptibles 

de atacar el territorio estadounidense, la ayuda anti-

terrorista a la región aumentó durante la década del 

Miembros de la unidad de comando anti-terrorista de las fuerzas armadas 
dominicanas se someten a entrenamiento con las fuerzas especiales de Ma-
rines de los Estados unidos, ciudad del niño, republica Dominicana, 2009.

Wola  |  noViEMBrE 2010
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Durante la Guerra fría, Estados unidos ayudó genero-
samente a las fuerzas armadas de El salvador con una 
agresiva misión interna: erradicar la subversión comunista. 
a fines de los 80, esta misión se convirtió en apoyo para el 
Ejército de El salvador en su sangriento combate contra las 
guerrillas de izquierda.

los acuerdos de paz que terminaron con la guerra en 1992 
buscaron reducir el rol de los militares salvadoreños en 
la seguridad interior. Para ello, se creó la policía nacional 
civil fuera del ámbito del Ministerio de Defensa, con su 
propia academia y el objetivo de convertir a la policía en 
una carrera profesional. Durante los 90, El salvador no era 
un importante lugar de tránsito del narcotráfico, de modo 
que, al contrario que muchos otros países de la región, sus 
fuerzas armadas recibieron muy poca ayuda antidrogas del 
gobierno de los Estados unidos.

Pero pronto, El salvador comenzó a sufrir otro problema de seguridad interior: las pandillas y el crimen violento. impulsa-
das en parte por la deportación de criminales salvadoreños de Estados unidos, proliferaron las pandillas ultra violentas 
en áreas pobres, principalmente urbanas, con bajos niveles de educación y altos niveles de desempleo entre los jóvenes. 
la tasa de homicidios de El salvador se disparó hasta llegar a ser una de las más altas del mundo, superando incluso los 
niveles de la guerra civil. 

sucesivos gobiernos optaron por hacer frente a las pandillas mediante estrategias de ‘mano dura’, políticamente popula-
res pero inefectivas. Guatemala, El salvador y Honduras han destinado tropas al interior del país en el marco de cam-
pañas de alto impacto contra las pandillas, en las que se han establecido patrullas conjuntas de militares y policías en 
barrios en los que hay una importante presencia de jóvenes.

El comando sur ha estado monitoreando el fenómeno de las pandillas muy de cerca, y considera que son la principal 
amenaza a la seguridad en américa central. Pero afortunadamente, Estados unidos no ha avalado explícitamente el uso 
de los militares para combatir a las pandillas en El salvador, y prácticamente no se ha destinado ayuda a ese propósito en 
los últimos años.

sin embargo, por un tiempo durante la década del 2000, el comando sur consideró seriamente destinar ayuda militar 
a combatir a las pandillas. Esto se debió principalmente a que en ese momento Estados unidos no contaba con una 
estrategia para combatir a las pandillas, y a que los gobiernos de américa central estaban solicitando regularmente al 
comando sur ayuda militar para lidiar con este problema.

El comando sur adoptó lo que el servicio de investigación del congreso ha denominado “un rol de liderazgo en la 
discusión del problema de la seguridad ciudadana en américa central, tanto en la comunidad interagencial dentro de 
Estados unidos como con oficiales centroamericanos.”  En 2004 y 2005, mantuvo discusiones incluso con líderes de las 
fuerzas armadas centroamericanas, incluyendo a un contingente muy entusiasta de El salvador, sobre la posible creación 
de una fuerza regional de respuesta rápida, que estaría compuesta de soldados y policías de varios países centroameri-
canos y cuya función seria responder a “amenazas emergentes” como la violencia de las pandillas. Esta propuesta, 
señalan fyke y Meyer (2008), contó con el “apoyo explicito de oficiales de la defensa en la región y del General Bantz 
craddock, entonces comandante del comando sur,” y a principios de 2006 entró en fase de planificación.121 

El comando sur discutió estrategias antipandillas en conferencias y otras reuniones con oficiales de las fuerzas armadas 
de El salvador y otros países latinoamericanos. En marzo de 2007, uno de los autores de este informe asistió a una de 

La retirada de la lucha contra las pandillas: el contraejemplo de El Salvador

Diapositiva perteneciente a una presentación en power 
point del Grupo Militar del comando sur, Embajada de 
Estados unidos en El salvador. 
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2000. Gran parte de esta ayuda se destinó a asistir a las 

fuerzas militares y policiales de los países receptores a 

luchar contra el terrorismo, tanto vinculado a Al-Qaeda 

como, particularmente en Colombia, a grupos locales. 

 En Colombia, la misión antiterrorista se super-

pone completamente con la ayuda que Estados Unidos 

ha destinado a combatir la insurgencia desde 2002. 

En otros países de la región, la ayuda antiterrorista ha 

sido menor, pero significativa. Fundamentalmente ha 

sido asignada a través de dos nuevos programas del 

presupuesto del Departamento de Defensa.

 El Programa de Becas para Estudios Antiterroris-

tas (CTFP, por sus siglas en inglés), fundado en 2002, es 

un programa del presupuesto de Defensa destinado a 

“financiar la asistencia a oficiales militares extranjeros 

de instituciones estadounidenses de instrucción militar 

y determinados centros regionales para capacitación 

no letal.” El CTFP, que se convirtió en ley permanente 

en 2003 (sección 2249c del Título X del Código de 

los Estados Unidos), financia entrenamiento que ya 

había sido autorizado por los programas de la Ley de 

Asistencia Exterior supervisados por el Departamento 

de Estado, en particular el Programa de Educación 

y Entrenamiento Militar Internacional (IMET, por sus 

siglas en inglés). Entre 2004 y 2007 –no existen datos 

correspondientes a años posteriores—fue la quinta 

fuente de financiamiento de entrenamiento militar 

de Estados Unidos en las Américas, de entre doce 

programas que capacitaron a más de 100 estudiantes 

durante ese periodo.100

 La sección 1206 de la Ley de Autorización de la 

Defensa para el año 2006 justificó el envío de US$72 

millones en asistencia militar para “entrenar y eq-

uipar” a varios países de la región como “medidas 

antiterroristas”. Esta disposición autorizó al Pentágono 

a destinar US$200 millones de su presupuesto –el cual 

desde entonces se ha incrementado a US$350 mil-

lones—a apoyar a fuerzas militares extranjeras de todo 

el mundo. Esta ayuda, conocida simplemente como 

“sección 1206”, se asemeja mucho al Programa de 

Financiamiento Militar Extranjero (FMF), del Depar-

tamento de Estado: en América Latina ha consistido 

fundamentalmente en armas livianas, vehículos, navíos 

patrulleros, equipo de comunicaciones e infraestruc-

tura.

 Hacia el final de la administración Bush, era evi-

dente que había muy pocos “terroristas con alcance 

global” en América Latina y el Caribe. Los programas 

como el CTFP y la Seccion1206 han perdido impor-

tancia. Desde 2009, ya no se asignan fondos bajo la 

sección 1206 a América Latina; el Congreso ha infor-

mado al Comando Sur que la ayuda a fuerzas armadas 

esas conferencias, impulsada por el comando sur, sobre el papel de los derechos humanos en las operaciones policia-
les y antipandillas. las fuerzas armadas de El salvador estaban muy bien representadas en esta reunión. oficiales salva-
doreños explicaron al autor que los militares de la región habían pedido al comando sur que organizara la conferencia 
porque necesitaban asesoramiento, ya que los líderes civiles les habían impuesto este rol de seguridad interior con el 
fin de implementar sus estrategias de “mano dura”.

Hacia el final de la década, era evidente que las estrategias de “mano dura” habían fracasado en su afán de reducir 
la violencia de las pandillas. Mientras tanto, al final de la administración Bush, el apoyo a una respuesta militar a las 
pandillas en centroamérica –que nunca fue abrumador dentro del comando sur—se desvaneció. Desde entonces, se 
ha adoptado un enfoque más civil. a mediados de 2007, varias agencias estadounidenses (Departamento de Justicia, 
Departamento de Estado, Departamento de seguridad nacional, usaiD y Departamento de Defensa) desarrollaron 
conjuntamente una Estrategia para combatir las Pandillas criminales de centroamérica.122 si bien el comando sur 
está involucrado, no es la “agencia líder” en ningún aspecto de la estrategia, la cual no incluye la asistencia a fuerzas 
militares.123

la iniciativa Mérida de 2008 y la iniciativa de seguridad regional de américa central (carsi) de 2010 incluyen con-
siderable ayuda de Estados unidos para asistir a El salvador y sus vecinos en su lucha contra el crimen y las pandillas. 
Entre otras cosas, asignan fondos para ayudar a las fuerzas navales centroamericanas a reforzar las operaciones de 
interdicción marítima, pero no incluye ayuda militar para combatir a las pandillas.

aunque el comando sur continua monitoreando el problema de cerca y mantiene un dialogo con los militares salva-
doreños sobre el tema, no es una misión de ayuda importante. Este es el modelo correcto, y un importante ejemplo 
del gobierno de Estados unidos dando marcha atrás sobre la asistencia a fuerzas armadas centroamericanas a adoptar 
una misión de seguridad interior.

Wola  |  noViEMBrE 2010
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en el Hemisferio Oeste, que no es un frente clave en la 

“guerra contra el terrorismo”, no es el propósito de la 

sección 1206.

 El hecho de que Estados Unidos haya dejado de 

impulsar con tanta fuerza las medidas antiterroristas 

como un nuevo rol interno para los militares es alenta-

dor. En el contexto de seguridad actual, nadie discute 

la importancia de identificar potenciales terroristas 

y prevenir ataques. Pero hace apenas treinta años, las 

fuerzas de seguridad latinoamericanas reprimían a 

sus sociedades etiquetando a los ciudadanos como 

“comunistas”. Existe un riesgo considerable de que, en 

el marco de una campaña antiterrorista, se catalogue 

como “terroristas” a políticos, periodistas, sindicalistas, 

defensores de los derechos humanos y otras personas 

que lleven a cabo actividades legitimas y pacificas. 

En Colombia, por ejemplo, el Presidente Álvaro Uribe 

(2002-2010) a menudo utilizó el término “terrorista” 

contra sus adversarios políticos, judiciales y defen-

sores de los derechos humanos—a veces frente a un 

público militar—, lo que puso en riesgo la seguridad 

de estos y obligó a algunos a abandonar el país. 

 Nuevamente, no está claro que las fuerzas ar-

madas sean el instrumento más adecuado para esta 

misión. La policía, capacitada para investigar, obtener 

pruebas y trabajar con la población, es a menudo su-

perior. Fueron unidades de policía las que terminaron 

con los cárteles de Medellín y Cali en Colombia*; 

capturaron al líder de la guerrilla Sendero Luminoso 

de Perú; y hoy controlan exitosamente las supuestas 

actividades de financiamiento de grupos terroristas en 

la triple frontera entre Argentina, Brasil y Paraguay.

 En el terreno doméstico, Estados Unidos final-

mente frenó los intentos de revertir la Ley Posse Comi-

tatus en nombre de la lucha antiterrorismo después del 

9/11. No queda claro, pues, en qué puede beneficiar a 

los Estados Unidos fomentar la adopción de roles por 

parte de las fuerzas armadas de América Latina que, 

incluso después de los ataques, no se permitió que 

adoptaran los militares estadounidenses. 

DiscusionEs soBrE las nuEVas aMEnazas 
intErnas 

Más allá de los programas de asistencia y los ejercicios 

militares, existen formas más sutiles en las que repre-

sentantes de los Estados Unidos –tanto civiles como 

militares—envían mensajes acerca de la idoneidad de 

la participación de las fuerzas armadas en la seguri-

dad interior. Las conferencias, intercambios, discursos, 

materiales impresos, e iniciativas vinculadas con los 

asuntos públicos, pueden parecer insignificantes en 

términos monetarios, pero contribuyen extensamente 

a transmitir ideas, doctrina y recomendaciones sobre 

“mejores prácticas”.

 Al menos en ocasiones, y posiblemente a menudo, 

estos eventos y publicaciones alientan a los milita-

res a adoptar nuevos roles internos. Un panfleto del 

Comando Sur llamado “Guía de Referencia Rápida,” 

publicado en 2009, identifica a las “drogas/pandil-

las” como una de las principales prioridades militares 

en la región. En los últimos años, el Comando Sur ha 

organizado conferencias para los militares de la región 

sobre amenazas no-tradicionales, desde el control de 

la delincuencia a la protección del medio ambiente, 

pasando por la lucha contra el terrorismo en el territo-

rio nacional.

 Frente a estos cuestionamientos, Estados Unidos 

suele responder que la elección de los temas a debatir 

responde al pedido de los militares de la región, 

quienes se han visto obligados a adoptar nuevas 

misiones internas como la lucha contra las pandillas a 

pedido de autoridades civiles en busca de estrategias 

de mano dura. Aun así, el gobierno de Estados Unidos 

no está obligado a acceder a estos pedidos cuando 

el resultado es la discusión de roles que los militares 

estadounidenses por ley no pueden desempeñar en 

territorio nacional. Sin embargo, el criterio de Estados 

Unidos no ha sido tan estricto.

iniciatiVas PositiVas 

Al margen de estas críticas, hay una forma de partici-

pación militar en asuntos internos que Estados Uni-

dos impulsa con su ejemplo: la asistencia en caso de 

desastres naturales. Al menos en la primera etapa de 

un desastre natural, las fuerzas armadas pueden ser la 

única agencia, federal o local, con la capacidad para 

responder rápidamente. Solo las fuerzas de seguridad 
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* las fuerzas armadas de colombia, que en ese momento no estaban interesadas en involucrarse en la lucha antidrogas, jugaron un 
papel relativamente marginal en apoyo a la lucha contra los cárteles a principios de los 90. 
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y defensa tienen flotas de helicópteros y embarcacio-

nes para hacer llegar la ayuda, combustible y personal 

necesarios para llevar adelante la logística, y equipos 

de comunicación, radios, hasta hospitales de campaña. 

Las fuerzas armadas estadounidenses han contribuido 

mucho al rescate, y han salvado vidas, en desastres 

naturales como el Huracán Mitch en América Central, 

el terremoto de Haití, y varios otros.

 Este tipo de misiones, no obstante, son cortas; las 

tropas se retiran y son reemplazadas por civiles en la 

etapa de reconstrucción. Se trata de un ejemplo per-

fecto: el rol interno de los militares se considera apro-

piado solamente bajo las circunstancias más extremas, 

y los especialistas civiles ocupan su lugar tan pronto 

como pueden.

 Al mismo tiempo, hay que reconocer que partes 

del aparato de gobierno de Estados Unidos, incluy-

endo el Comando Sur, están comenzando a entender 

los riesgos que conlleva ayudar a los militares a adop-

tar roles inadecuados vinculados con la seguridad 

interior. “Es algo paradójico que estemos ofreciendo 

capacitación, ayuda, y orientación a las fuerzas arma-

das de la región sobre como apoyar a las instituciones 

de seguridad interior,” afirmó el Subsecretario de 

Estado Adjunto para Asuntos del Hemisferio Occiden-

tal Kevin Whitaker, en julio de 2010. “Es muy posible 

que la respuesta sea fortalecer las instituciones de 

seguridad interior. Y esto es algo de lo que nos hemos 

dado cuenta en los últimos años.”101 Un indicio de esta 

tendencia son las declaraciones que hizo la admin-

istración Obama en 2010, acerca de su intención de 

dedicar más recursos a la reforma judicial, la reforma 

policial y el desarrollo de instituciones civiles, y de re-

ducir el apoyo a los militares, en tres de sus principales 

programas de ayuda: la Iniciativa Mérida en México, la 

Iniciativa de Seguridad Regional de América Central 

(CARSI) y la Iniciativa de Seguridad de la Cuenca del 

Caribe (CBSI).

 Del mismo modo, desde 1997, el Departamento 

de Defensa mantiene una institución en Washington, 

el Centro de Estudios Hemisféricos (CHDS, por sus 

siglas en ingles), cuyo principal objetivo es la capaci-

tación de civiles de la región en los aspectos básicos 

de la gestión de la defensa. El CHDS responde a la 

necesidad de contar con civiles expertos en temas 

de seguridad y defensa y así hacer más efectivo el 

control civil de las fuerzas armadas. No queda claro 

por qué el CHDS se financia con fondos provenientes 

del presupuesto de Defensa, ni por qué en los últimos 

años el lugar que ocupa el contenido relacionado con 

la lucha contra el terrorismo en su plan de estudios ha 

crecido en detrimento de las políticas y gestión de la 

defensa. No obstante, esto último continúa siendo de 

vital importancia, y el CHDS juega un importante papel 

en la creación de un cuadro de profesionales civiles de 

la defensa, adecuadamente capacitados, en el hemisfe-

rio.

IV.   Conclusiones y Recomendaciones

Desde el fin de la Guerra Fría, gran parte de la asisten-

cia de los Estados Unidos a las fuerzas armadas de la 

región siguió preparándolas para combatir amenazas 

internas. En lugar de las tareas policiales de los años 

20 o la misión anticomunista de los 60, hoy en día las 

amenazas internas se denominan “no tradicionales”, 

“transnacionales” o “no estatales”. En el “mundo 

diferente” del siglo XXI, las amenazas como el narco-

tráfico, el crimen organizado, el terrorismo o incluso 

la destrucción del medio ambiente, constituyen una 

“zona gris” en la que las funciones militares y policia-

les parecen superponerse, y donde las reglas de juego 

no están claras.

 Ahora bien, el hecho de que sean una “zona gris” 

no significa que las fuerzas armadas, entrenadas para 

aniquilar al enemigo mediante la fuerza letal, se deban 

hacer cargo de ellas. En general, para lidiar con estas 

amenazas es necesario mantener buenas relaciones 

con los ciudadanos, contar con técnicas de inves-

tigación sofisticadas, observar los procedimientos 

para armar los casos, obtener pruebas e interrogar a 

sospechosos y testigos, y colaborar de cerca con las 

autoridades judiciales y los fiscales.

 Estos son atributos de las fuerzas policiales. 

Los oficiales de policía viven entre la población, no 

aislados en cuarteles, y están entrenados para servir 

y proteger a la población usando el mínimo de fuerza 

necesario. Siempre y cuando hagan su trabajo razon-

ablemente bien –con bajos niveles de corrupción, 

respetando los derechos de los ciudadanos y respon-

diendo con rapidez—la población se relacionará de 

forma mucho más positiva con la policía que con los 

soldados.

BuEnas razonEs Para sEParar los rolEs 
MilitarEs y PolicialEs

A pesar de ser una casualidad histórica –un efecto 

secundario del acuerdo político que cerró la Era de 

Reconstrucción—la Ley Posse Comitatus ha benefi-

ciado mucho a los Estados Unidos. La clara separación 

entre los roles militares y policiales ha hecho que sea 

un país más seguro y ha fortalecido sus instituciones 

democráticas.
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 Es, pues, lamentable que Estados Unidos haya 

impulsado en el pasado, y continúe impulsando, el 

modelo contrario en América Latina y el Caribe. 

Demasiados programas de asistencia y entrenamiento, 

junto con otras señales, refuerzan una tradición cívico-

militar que gran parte de los países de la región están 

luchando por revertir: la tradición que ve a los ejérci-

tos como los representantes de la nación, y les otorga 

amplias funciones vinculadas a la seguridad interior.

 Existen claras razones por las que dichas funcio-

nes deberían ser desempeñadas por civiles. Tanto en 

América Latina como en Estados Unidos, la separación 

entre los roles militares y policiales se justifica en base 

a varios principios generales:

• La doctrina, entrenamiento y equipamiento de las 

fuerzas armadas están pensados para defender el ter-

ritorio nacional frente a amenazas militares extranjeras. 

La lógica que rige su misión es la derrota del enemigo, 

lo que en ocasiones implica aniquilar al oponente. Sus 

armas están diseñadas para matar al enemigo, y no 

son las adecuadas para hacer frente a las actividades 

criminales. Los soldados no están preparados para 

patrullar las calles o lidiar con criminales, quienes no 

se distinguen de los ciudadanos y son inocentes hasta 

que se demuestre lo contrario. Tampoco están capac-

itados para llevar adelante investigaciones criminales, 

obtener pruebas, armar casos contra sospechosos, o 

testificar en un juicio, como suelen hacer los oficiales 

policiales. 

• Cuando la lógica, poder de fuego y capacidades 

de ataque de las fuerzas armadas se aplican a la segu-

ridad interior o misiones relacionadas, como la lucha 

contra el narcotráfico, se pone en riesgo la seguridad 

de los ciudadanos. Su participación en la seguridad in-

terior a menudo ha resultado en abusos a los derechos 

humanos.

• El rol de los militares en la seguridad interior 

menoscaba la profesionalización de las fuerzas arma-

das. Como señaló Samuel Huntington (1957) en uno de 

los primeros trabajos académicos sobre las relaciones 

cívico-militares, esto no permite que se consolide 

el control civil sobre las fuerzas armadas.124 Esto es 

particularmente relevante en América Latina, donde 

la debilidad del control civil permite que los militares 

mantengan esferas de autonomía fuera del alcance de 

las decisiones de los líderes electos.

• La participación de los militares en cuestiones 

vinculadas con la seguridad interior los aparta de su 

misión tradicional. En este sentido, la defensa nacional 

y la capacidad de disuadir ataques externos podrían 

resultar afectadas por la falta de especificidad y 

profesionalización que resultan de la expansión de las 

funciones de las fuerzas armadas a misiones no-milita-

res.

• La participación de los militares en la lucha contra 

el narcotráfico y el crimen organizado los expone al 

riesgo de ser infiltrados por organizaciones criminales 

con muchos recursos que dependen de la corrupción 

del estado para sobrevivir. Los políticos y otros actores 

a menudo emplean el razonamiento contrario: que 

las fuerzas armadas son el substituto necesario de las 

fuerzas policiales, ya que estas sufren de corrupción 

endémica. Pero las fuerzas armadas no son inmunes a 

este fenómeno. Es muy difícil que los salarios militares 

compitan con el enorme poder económico de las or-

ganizaciones narcotraficantes y del crimen organizado, 

especialmente cuando los controles internos y judicia-

les son muy débiles.

• En gran parte de la región, los militares están suje-

tos a la justicia militar en lugar de la justicia ordinaria, 

incluso en casos en los que se les imputan violaciones 

a los derechos de los ciudadanos. Esto ha generado 

una cultura de impunidad: cuando se permite que los 

militares se juzguen a sí mismos, el personal acusado 

de violaciones a los derechos humanos rara vez es san-

cionado. En las raras ocasiones en las que los militares 

tienen que desempeñar tareas de seguridad interior 

(ver debajo), los crímenes que afecten a los derechos 

humanos han de ser juzgados por la justicia ordinaria. 

   Predica lo que practicas

un sargento del Ejercito de Estados unidos enseña técnicas de control 
de muchedumbres a soldados del ejercito nicaragüense durante un 
ejercicio de entrenamiento de mantenimiento de la paz, 2008.
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• Cuando los militares adoptan tareas de seguridad 

interior, no permiten que los gobiernos construyan 

instituciones civiles de seguridad interior fuertes, o al 

menos el proceso se dilata. Este es un claro caso de 

costo de oportunidad institucional: en tanto los gobi-

ernos sigan supliendo las deficiencias de las fuerzas 

policiales con fuerzas militares, las agencias de segu-

ridad interior nunca desarrollarán adecuadamente sus 

capacidades.

rEcoMEnDacionEs Para aMérica latina

En función de esto, recomendamos lo siguiente. Enten-

demos que estamos ofreciendo sugerencias para que 

sean consideradas por estados soberanos. Lo hacemos 

reconociendo los beneficios que la división entre roles 

militares y policiales ha aportado a los Estados Unidos 

desde 1870:

• La clara separación, por ley y doctrina, entre roles 

militares y policiales.

• El firme control civil de las fuerzas armadas. Esto 

se logra a través de un Ministerio de Defensa liderado 

por un ministro civil que decide y define las políticas 

de defensa, las prioridades del presupuesto, y el rol 

de los militares en democracia. Esto, a su vez, requi-

ere contar con funcionarios públicos capacitados en 

materia de defensa, seguridad y gestión. Un fuerte 

liderazgo civil es un elemento clave para lograr la 

subordinación de las fuerzas armadas a los gobiernos 

democráticamente elegidos.

• Fuerzas armadas que tengan el tamaño adecuado 

–incluyendo la posibilidad de eliminarlas por com-

pleto—, de acuerdo con una evaluación realista de las 

necesidades de la defensa nacional –no los desafíos 

de la seguridad interior, que conciernen a la policía. 

Adecuar el tamaño de las fuerzas armadas es espe-

cialmente necesario en una región donde el potencial 

de conflictos internacionales entre fuerzas armadas 

es muy bajo, pero donde aun existen fuerzas armadas 

robustas que continúan expandiéndose y podrían 

convertirse en fuerzas en busca de otras misiones –a 

menudo domésticas.

 Por otro lado, es innegable que hoy en día las fuer-

zas policiales de gran parte de América Latina tienden 

a estar faltas de personal, presupuesto y capacitación, 

y surcadas por la corrupción, y en consecuencia, son 

incapaces de hacer frente a los desafíos de la segu-

ridad interior. Estos desafíos incluyen el creciente, y 

cada vez más sofisticado, poder de fuego de las orga-

nizaciones del crimen organizado.

 Cuando se percibe que la capacidad de fuego y 

el nivel de organización de los criminales superan la 

capacidad de la policía para hacerles frente, o cuando 

esta se encuentra debilitada por la corrupción u otra 

disfunción, es tentador para los gobiernos recurrir a 

los militares –la única otra fuerza de seguridad nacio-

nal disponible—para lidiar con los problemas asocia-

dos a la inseguridad ciudadana. En muchos países las 

fuerzas militares son consideradas menos corruptas 

y más competentes que la policía. Están mejor arma-

das, y su presencia en las calles puede tranquilizar a 

los ciudadanos. Pero estas ventajas son, en todo caso, 

parciales y de corto plazo.

 Las fuerzas armadas son incapaces de llevar adel-

ante muchas de las funciones habituales de la policía. 

No tienen las capacidades necesarias para llevar a 

cabo investigaciones (que implican, por ejemplo, 

averiguar la identidad de los criminales mediante 

interrogatorios a testigos, llevar adelante investiga-

ciones encubiertas, utilizar tecnología forense y otras 

tareas similares). No pueden investigar el lavado de 

dinero que esta detrás de gran parte de las activi-

dades del crimen organizado. Su punto fuerte reside 

en su capacidad de disuadir la violencia en las calles 

mediante la demostración de su poder de fuego, y en 

enfrentamientos armados con grupos narcotraficantes 

armados.

 Recurrir a los militares puede traer alivio a corto 

plazo cuando la violencia está fuera de control, si los 

criminales se retiran o determinados grupos narcotraf-

icantes son capturados o muertos (aunque incluso este 

resultado no se puede garantizar). Sin embargo, es im-

probable que la participación de los militares resuelva 

soldados del Ejercito de surinam se someten a entrenamiento en artes 
marciales del cuerpo de Marines de los Estados unidos en santo 
Domingo, republica Dominicana, 2008. 
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los problemas del crimen organizado, el narcotráfico o 

la violencia en las sociedades latinoamericanas. Estos 

problemas de seguridad interior requieren mucho más 

que el uso efectivo de la fuerza. (Además, está claro 

que cuanto más tiempo pasen los militares en misio-

nes de seguridad interior, más expuestos estarán a la 

influencia corrompedora de los criminales.)

 Cuando los gobiernos deciden recurrir a los 

militares para hacer frente a los problemas de segu-

ridad interior, los defensores de la democracia y los 

derechos humanos deberían cuestionar en detalle 

estas decisiones, planteando, entre otras, las siguientes 

preguntas:

• ¿La misión interna tiene un plazo límite determi-

nado, tras el cual las fuerzas armadas cederán plena-

mente el control sobre la seguridad interior al gobi-

erno civil?

• ¿La misión interna incluye un plan y los recursos 

necesarios para profesionalizar la policía y fortalecer 

el sistema de justicia en paralelo al despliegue militar? 

¿Dicho plan apunta a consolidar un estado en el que 

las capacidades civiles hayan mejorado hasta tal punto 

que es poco probable que vuelva a ser necesario otro 

despliegue militar al interior del país en el futuro?

• ¿Las tropas que participan en roles internos no 

tradicionales operan bajo el mando directo de las au-

toridades civiles, en apoyo de agencias de seguridad 

interior, y su mandato ha sido aprobado por la legisla-

tura?

• ¿Los militares están sujetos a la justicia ordinaria, 

y a ser investigados y juzgados en tribunales de la 

justicia penal ordinaria? Los códigos de justicia militar 

fueron creados para circunstancias excepcionales muy 

específicas, fundamentalmente operaciones de com-

bate en situaciones de guerra. Estas circunstancias no 

abarcan la seguridad interior.

• ¿Las fuerzas militares y policiales reciben edu-

cación en derechos humanos para lidiar con civiles, 

con quienes están en contacto en el marco de opera-

ciones antidrogas y otras misiones internas?

rEcoMEnDacionEs soBrE Políticas DE EstaDos 
uniDos Hacia aMérica latina

No puede haber una sola respuesta a todos los prob-

lemas de seguridad de una región tan diversa como 

América Latina. Las recomendaciones que se presen-

tan a continuación apuntan a informar las políticas 

de Estados Unidos hacia naciones de la región cuyas 

sociedades se enfrentan a los problemas que resultan 

de mezclar los roles militares y policiales.

• Estados Unidos debería, en primer lugar, poner 

fin a la práctica de utilizar sus programas de asistencia 

para ayudar a otros países a adoptar roles militares/

policiales contrarios a su propio modelo. El gobierno 

de Estados Unidos no debería fomentar la confusión 

o intercambio de misiones y responsabilidades entre 

agencias militares y de seguridad interior de modo 

tal que, si lo hiciera en su propio territorio, constituiría 

una violación de la Ley Posse Comitatus, un modelo 

que nos ha beneficiado.

• En este sentido, Estados Unidos debería evitar por 

completo capacitar a fuerzas policiales extranjeras en 

tácticas militares, y a militares extranjeros en tareas de 

seguridad interior. En aquellos casos en que sea nec-

esario el entrenamiento en cuestiones vinculadas con 

la seguridad interior, este debería ser conducido por 

agencias civiles estadounidenses expertas en seguri-

dad interior, tal como se indica debajo.

   Predica lo que practicas

un sargento del cuerpo de Marines le entrega un juguete a 
una niña en un orfanato peruano, 2008.
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• En el caso de democracias que enfrentan graves 

desafíos a la seguridad pública, en lugar de incentivar 

las respuestas militares, el gobierno de Estados Unidos 

debería asignar más ayuda a fortalecer las capaci-

dades de las agencias de seguridad interior. Esta 

ayuda debería consistir en capacitación en técnicas 

policiales, equipamiento y tecnología, y los países re-

ceptores han de mostrar su compromiso por sostener 

el esfuerzo. La ayuda de Estados Unidos destinada al 

entrenamiento policial debería concentrarse en el 

fortalecimiento integral de las instituciones de seguri-

dad interior (en lugar de simplemente enseñar tácticas 

antidrogas).

• Estados Unidos debería hacer esto a través de 

programas de ayuda a cargo del Departamento de 

Justicia y la Agencia para el Desarrollo Internacional 

de los Estados Unidos, pero negociado con los países 

receptores por el Departamento de Estado. Estos pro-

gramas deberían apoyarse en, y mejorar, programas 

existentes como el Programa Internacional de Asis-

tencia y Entrenamiento en la Investigación Criminal 

(ICITAP, por sus siglas en inglés) del Departamento de 

Justicia, y la interagencial Academia Internacional Para 

la Aplicación de la Ley (ILEA, por sus siglas en inglés).

• Estados Unidos debería garantizar que la ca-

pacitación provista por la ILEA sea llevada a cabo por 

personal no militar, y que aquellos recibiéndola tam-

poco sean militares. El plan de estudios debería ser 

transparente al público y enseñar tácticas policiales 

y procedimientos civiles, y deberían existir restric-

ciones específicas contra la enseñanza de tácticas y 

entrenamiento militar. Las operaciones de la academia 

deberían estar supervisadas por un consejo consultivo 

que incluya representantes no-gubernamentales.

• Después de los abusos que tuvieron lugar en 

América Latina durante la Guerra Fría, la Oficina en 

Washington para América Latina defendió la nece-

sidad de imponer restricciones al entrenamiento de 

fuerzas policiales extranjeras por parte de Estados 

Unidos. Posteriormente, se incluyeron muchas restric-

ciones en la Sección 660 de la Ley de Ayuda Extran-

jera. Sin embargo, varias enmiendas han creado vacíos 

legales que han invalidado muchas de las protecciones 

de los derechos humanos que contiene esta Sección. 

Al mismo tiempo, en muchos países ha creado una situ-

ación en la que es ilegal ayudar a la policía a llevar a 

cabo tareas de seguridad interior, pero está permitido 

ayudar a los militares a desempeñar las mismas tareas.

• El Congreso de Estados Unidos debería modifi-

car la Sección 660 de modo que ayude a las fuerzas 

policiales de América Latina (y del mundo) a ser mas 

profesionales, revisando las restricciones a este tipo de 

ayuda, mientras que garantiza, o refuerza, la protec-

ción frente a las violaciones a los derechos humanos 

que hicieron necesaria la Sección en primer lugar. 

Una nueva Sección 660 debería servir para clarificar la 

necesidad de separar las agencias civiles de seguri-

dad interior de las fuerzas armadas. 

• Estados Unidos debería promover la cooperación 

inter-policial en el hemisferio, por ejemplo apoyando 

la reunión anual de Ministros de Seguridad Pública de 

la Organización de Estados Americanos.

rEcoMEnDacionEs soBrE Políticas EstaDoun-
iDEnsEs Hacia DEntro DE EstaDos uniDos

En la primera sección de este informe, WOLA afirmó 

que Estados Unidos se ha beneficiado de los prin-

cipios legales, leyes y directivas que separan y definen 

los roles de las agencias de seguridad interior y de 

las fuerzas armadas. Cuando se ha desviado de estos 

principios en el terreno domestico, las consecuencias 

han sido generalmente nefastas.

Por lo tanto, WOLA recomienda:

• En la medida de lo posible, en lugar de recurrir a 

la Guardia Nacional para apoyar a las agencias civiles 

de seguridad interior, proveer los recursos necesarios 

para que dichas agencias obtengan el personal y las 

capacidades técnicas necesarios.

• Evitar el uso de la Guardia Nacional en tareas de 

seguridad fronteriza. Poner a personal militar fuerte-

mente armado en contacto con el público—lo cual 

es probable que ocurra ocasionalmente incluso si su 

misión es solamente de apoyo—es una invitación al de-

sastre. Las tareas de puestos de escucha y puestos de 

observación (LP/OP) solo pueden y deben ser llevadas 

a cabo por agencias civiles de seguridad interior.

• El Congreso de Estados Unidos debería modifi-

car el Código (§10 USC 371-381) para prevenir el uso 

excesivo de personal, tácticas y equipamiento militar 

en situaciones que pertenecen al ámbito de la seguri-

dad interior (como por ejemplo la operación contra los 

Branch Davidians en 1993)
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